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RESUMEN 

 

 

La presente investigación tiene como objetivo demostrar que actualmente se vul-

nera derechos fundamentales ante la indebida aplicación de la detención Preli-

minar en la ciudad de Chimbote durante los años 2013-2014, centrándose para 

ello en los casos registrados en dicho periodo. El tipo de investigación según su 

finalidad es básica, según su naturaleza o profundidad es descriptiva, y según 

su enfoque es cuantitativo, diseño de investigación que se empleó fue no expe-

rimental – transversal, y la metodología de investigación utilizada fue descriptivo, 

dogmático y sistemático, las técnicas usadas fueron la observación, el análisis 

documental, fichaje y encuesta aplicada a los magistrados y abogados. Los re-

sultados obtenidos a partir del análisis doctrinal nacional e internacional hacen 

que se evidencie la vulneración de derechos fundamentales ante la indebida apli-

cación de la detención preliminar. 

 

Palabras Claves: Detención preliminar, derechos fundamentales. 
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ABSTRAC 

 

 

The present investigation aims to demonstrate that fundamental rights are cur-

rently being violated in view of the improper application of the Preliminary Deten-

tion in the city of Chimbote during the years 2013-2014, focusing for this on the 

cases registered in said period. The type of research according to its purpose is 

basic, according to its nature or depth is descriptive, and according to its ap-

proach is quantitative, the research design that was used was not experimental - 

transversal, and the research methodology used was descriptive, dogmatic and 

systematic, the techniques used were observation, documentary analysis, sign-

ing and survey applied to magistrates and lawyers. The results obtained from the 

national and international doctrinal analysis make evident the violation of funda-

mental rights before the undue application of preliminary detention. 

 

Keywords: Preliminary detention, fundamental rights. 
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La Autora. 

En ese sentido, se desarrollará los derechos fundamentales que se vulnera. así 

como la detención preliminar. su contexto actual. la realidad del sistema Jurídico 
procesal y su tratativa legal en el Perú, identificando, además, las ventajas de la 

experiencia en el derecho comparado. 

La presente investigación busca demostrar que actualmente la aplicación de la 
Detención Preliminar regulada por nuestro Código Procesal Penal vigente. vul 

nera derechos fundamentales al ejercerse de manera indebida. 

En cumplimiento de las disposiciones legales vigentes en el Reglamento General 
para obtener el Grado de Magister en Derecho en la mención de Derecho Penal 

en la Universidad Nacional del Santa y las disposiciones normativas contenidas 
en el Currículo de la Escuela Profesional de Derecho y Ciencias Políticas adscrita 

a la Facultad de Educación y Humanidades, presento a vuestra disposición la 

tesis titulada: «·Vulneración de los Derechos Fundamentales en la indebida apli 
cación de la Detención Preliminar en el Código Procesal Penal  Distrito Judicial 

Del Santa. 2013  2014·». con fin de optar el Grado de Magister. 

señores miembros del Jurado: 

INTRODUCCIÓN 
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TITULO I 

INTRODUCCIÓN 

 

CAPITULO I 

PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 

 

1.1. PLANTEAMIENTO Y FUNDAMENTACION DEL PROBLEMA DE 

INVESTIGACIÓN: 

 

El Código Procesal Penal vigente, que fue promulgado mediante Decreto 

Legislativo Nº 957 el 29 de Julio del 2004; es el máximo instrumento 

normativo – procesal en el ámbito de competencia y jurisdicción penal de 

nuestro país, que está vigente en forma parcial sobre diversos distritos 

judiciales a nivel nacional. Trasciende en cuanto a los aspectos procesales 

de modelo adversarial y sobre todo garantista en que dicho código se basa, 

para asegurar el desarrollo de procesos penales y judiciales con las garantías 

requeridas y suficientes de debido proceso para las partes intervinientes, 

desde el momento de las investigaciones preliminares hasta la situación en 

litigio; ello dentro del mantenimiento como priorización de los derechos 

humanos de los ciudadanos, que recurren a la vía judicial cuando sus 

derechos y bienes jurídicos protegidos por la ley penal hayan sido vulnerados, 

así como en las garantías que se hace de manera reconocible para los 

imputados en su derecho a la defensa, de presunción de inocencia, de 

asistencia jurídica por abogado de oficio, y entre otras garantías amparadas 

en la Constitución Política de 1993 y que han sido reafirmadas claramente en 

el nuevo código; todo lo que asegure en que se lleguen a ejecutar las 

diligencias procesales acorde a ley, bajo el estricto respeto y caución que 

protege los derechos esenciales de las partes durante el proceso y en las 

audiencias de juicio, y que devenga en resoluciones judiciales justas y 

ejemplares, como de medidas drásticas a dictarse en las sentencias para 

reprimir efectivamente la incidencia delictiva y contribuir a su disminución y 

erradicación.         
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Resulta de gran importancia la normatividad del NCPP y de su actual 

aplicación, que desde su implementación a partir de Julio del 2006 en el 

Distrito Judicial de Huaura, luego en Abril del 2007 en La Libertad y en Junio 

de 2012 en el Distrito Judicial del Santa y así sucesivamente en diversos 

distritos judiciales, faltando aún completar en Lima; se ha venido 

constituyendo como instrumento normativo central de la moderna política 

criminal que el Estado Peruano viene aplicando para hacer frente a la 

problemática agravada de la criminalidad organizada y delincuencia común; 

y en consideración de llevarse a cabo las diligencias procesales y etapas del 

litigio judicial en modo eficaz y eficiente que implique la ejecución de procesos 

con celeridad y de sancionamiento efectivo contra los responsables 

imputables de delitos perpetrados; como también de ejercerse las diligencias 

y el procedimiento con pleno respeto a las garantías de debido proceso, y 

que también se tenga en cuenta el respeto a todos los derechos 

fundamentales que compete considerar al estar en relación con los casos 

bajo proceso acusatorio - garantista del nuevo código. 

 

Se tiene que en base a la experiencia casuística y jurisprudencial sobre la 

aplicabilidad del NCPP del 2004 en los Distritos Judiciales de las regiones del 

norte del país, como en Huaura, Lambayeque, La Libertad, Piura, Sullana, 

Tumbes y Del Santa; donde la aplicación de la norma procesal se ha venido 

dando inicialmente a nivel nacional; llegándose a tener determinadas 

situaciones y resultados positivos por las ventajas que aporta el nuevo código, 

dados los aspectos importantes e innovaciones que ha introducido a fin de 

obtener el progreso de las diligencias y periodos del procedimiento penal con 

carácter acusatorio – adversarial en forma eficaz  y en cuanto a disposiciones 

normativas específicas sobre los procedimientos de ejecución de la 

investigación preliminar, etapa intermedia y del juzgamiento; además de 

darse relevancia a los derechos que son fundamentales de los sujetos 

intervinientes, en lo que se refiere al debido proceso y de las garantías de 

derechos esenciales, tanto para la parte denunciante o víctima, y con 

especial mención a los presuntos imputados de delitos sobre las garantías 

que les compete; lo que si bien se ha podido constatar sobre cierta incidencia 

de casos en un 45% de procesos resueltos debidamente entre las instancias 
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judiciales de La Libertad y Huaura; es muy cuestionable referir al 55% de 

casos restantes de procesos judiciales que se han venido interponiendo 

contrademandas y recursos de apelación; así como de acciones de hábeas 

corpus presentados por parte de los imputados o acusados, de haber sido 

detenidos arbitrariamente, así como de haberse prorrogado indebidamente 

su prisión preventiva conforme al tiempo en que se han ido ejecutando las 

audiencias de juicio; sin brindar pruebas contundentes para la detención de 

los presuntos responsables del delito; notándose una total vulneración a sus 

derechos constitucionales como son la libertad personal y el debido proceso; 

por lo que han sido reafirmados por sentencias judiciales que resuelven 

absolver a los afectados, y hasta por sentencias del Tribunal Constitucional 

que han confirmado la fundamentación de las garantías constitucionales de 

los afectados en su libertad individual; responsabilizando a funcionarios de la 

Fiscalía y de la autoridad policial por exceso de facultades y determinación 

de medidas arbitrarias en las detenciones.          

 

La aplicación indebida de las instituciones jurídicas del Código Procesal 

Penal ocasionan graves vulneraciones a los derechos fundamentales de 

aquellos que se encuentran inmersos en el proceso penal como presuntos 

autores de un delito; ello se da principalmente con la aplicación de las 

medidas de coerción personal como el de prisión preventiva, y las de 

detención preliminar por supuesta flagrancia delictiva, y entre las demás 

medidas restrictivas contra la libertad individual que se ordenaron mediante 

mandatos judiciales y hasta por iniciativa de la Policía o Fiscalía para la 

detención y arresto de presuntos implicados en algún delito; debiendo ser 

mecanismos procesales que aseguren el desarrollo del proceso, medidas 

que en un gran porcentaje se han dado de manera arbitraria, y se han 

constatado en base a un 51% de casos según fuentes del Centro de 

Investigaciones Judiciales del Poder Judicial en el 2012, acerca de las 

detenciones realizadas a imputados y bajo actual proceso judicial de aquellos 

que se encuentran con prisión preventiva en el distrito judicial de La Libertad 

y bajo ejecución del NCPP, se han determinado casos atentatorios contra la 

libertad personal y presunción de inocencia de los supuestos imputados que 

a la vez hayan presentado acciones de hábeas corpus ante el Tribunal 



4 
 

Constitucional, así como haber presentado demandas de inconstitucionalidad 

sobre artículos del NCPP en torno principalmente a la aplicación de medidas 

coercitivas como el de detención policial, detención preliminar, arresto 

domiciliario y mandatos de conducción compulsiva. 

 

De esta manera se pueden tener implicancias negativas en corto plazo (que 

se llegue a suspender la vigencia del NCPP), mediano y largo plazo (con el 

riesgo de que pueda derogarse por las continuas demandas de 

inconstitucionalidad), sobre sus disposiciones con relación a la regulación y 

ejecución de las medidas coercitivas – personales, normados en la Tercera 

Sección - Segundo Libro “La Actividad Procesal” del Código Procesal Penal. 

 

Los problemas identificados con respecto a la DETENCIÓN PRELIMINAR 

son los siguientes: 

 

a) La detención arbitraria, cabe señalar que existe un alto índice de 

criminalidad que genera una sensación de inseguridad ciudadana, 

motivado por el crecimiento económico del país, la informalidad, la 

incultura, la falta de conciencia cívica y carencia de valores de los 

perpetradores de delitos, y frente a esto, no existe una clara política estatal 

de lucha contra este flagelo. Sumado a ello, los componentes del aparato 

de control social, como son, nuestra Policía Nacional del Perú, el 

Ministerio Público, el Poder Judicial y otras instituciones encargadas de 

velar por la tranquilidad pública, no cumplen su rol eficazmente, por 

múltiples razones, entre ellas la corrupción, la carencia de recursos 

humanos, logísticos y financieros, así como una inadecuada preparación 

profesional. La Policía Nacional del Perú (P.N.P.), es aquella entidad 

tutelar del Estado, cuya finalidad fundamental, entre otras: […] ”previene, 

investiga y combate la delincuencia”, y de acuerdo al Art. 2° inciso 24 – F 

de la Ley 27238, puede proceder a detener a las personas en flagrante 

delito y por disposición motivada de la autoridad judicial, para luego de 

practicadas las investigaciones, poner a disposición del Ministerio Público 

y/o Órgano Jurisdiccional solicitante al detenido, a excepción de los 

investigados por los Delitos de Tráfico Ilícito de Drogas y Terrorismo, en 



5 
 

que el plazo se amplía a 15 días naturales. En la estructura organizacional 

de la PNP, existen grandes Unidades Operativas Especializadas, como la 

Dirección Nacional Antidrogas (DIRANDO), Dirección de Investigación 

Criminal y Apoyo a la Justicia (DIRINCRI), Dirección de Policía Fisca 

(DIRPOLFIS); entre otras, que tienen como misión, investigar la comisión 

de delitos gravosos, para lo cual cuentan con personal especializado en 

la metodología de la investigación policial, y conocimiento pleno de la 

normatividad sustantiva y adjetiva, que sirven para la incoación de un 

proceso penal; sin embargo se viene observando, que efectivos policiales 

pertenecientes a las Divisiones de Investigación Criminal (DIVINCRIS), 

dependientes de la DIRINCRI PNP, en algunos casos vienen privando de 

su libertad a ciudadanos, a quienes intervienen y detienen ante la 

presunción de ser partícipes de la comisión de un hecho delictuoso, sin 

que existan los presupuestos estipulados en la norma constitucional, es 

decir la flagrancia delictiva o mandato judicial (orden de requisitoria, 

detención preliminar, etc); conllevando muchas veces a que ante tal 

accionar ilegal, se interpongan la garantía constitucional de Habeas 

Corpus, para evitar mayor lesión en los derechos del afectado.  

Conjuntamente con la detención arbitraria concurre el abuso de 

autoridad. 

 

b) El incumplimiento del Plazo Razonable, que cometen los propios 

operadores jurídicos, dado que al aplicar indebidamente la detención 

preliminar, se transforman en "enemigos" del sujeto investigado y ello 

ocurre cuando se cierran en interpretaciones taxativas que confinan con 

la injusticia, es allí que yace esta gran urgencia de estudiar respecto a si 

el plazo legal es único sobre la detención, es decir, si es estricto y absoluto 

o es que contrario sensu hay un plazo diferente reducido, lo cual quiere 

decir que hay casos específicos en donde el requerimiento de la detención 

no debe ser en el plazo legal por ser injusta y arbitraria y por consiguiente 

contra los derechos fundamentales consagrados en la Constitución. En 

ese sentido, que pasaría en el supuesto de que una persona detenida en 

flagrancia delictiva, esto es, con las manos en la masa en ese instante en 

que se encontraba conduciendo en estado etílico, es decir, en estado de 

http://www.monografias.com/trabajos12/elorigest/elorigest.shtml
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ebriedad y por ello, es intervenido por efectivos policiales quienes lo 

trasladan a la comisaria, y ponen en conocimiento al Fiscal de turno del 

Ministerio Publico quien dispone se practique al intervenido el dosaje 

etílico, el cual se realiza, luego se procede a su manifestación con la 

participación de su abogado defensor de libre elección y con los requisitos 

establecidos por ley, pero como todavía no vence el plazo de 48 horas, no 

ordena su libertad y facilita que se extienda su detención hasta llegar al 

máximo plazo señalado por ley fundamentando que se encuentra dentro 

del plazo legal pero con la inexistencia en los requisitos dispuestos en el 

artículo 268º del cuerpo normativo adjetivo, relacionado con la medida de 

coerción personal de Prisión Preventiva ya que la prognosis de sanción 

penal no es la instada, provocando así un prolongando sufrimiento 

psicológico del detenido, incidentes que ocasionan injusticias y por ello 

genera una arbitrariedad. De igual modo, acontece, cuando el fiscal que 

tiene un detenido por la presunta comisión del ilícito de tráfico ilícito de 

drogas cuya modalidad es micro comercialización; empero con una 

cuantía inferior al extremo mínimo facultado por la Ley, con la justificación 

de que la norma prescribe que el plazo es de quince días, mantiene su 

detención preventivamente, pero no hace acto alguno de investigación en 

el inicio de la detención y más bien, ordena que en los siguientes días, 

esto es en el quinto o sexto día de detenido se le recepcione su 

declaración, igualmente nos encontramos ante incidentes de detenciones 

injustas y arbitrarias dado que el plazo máximo de detención de ninguna 

manera mantiene concordancia con las realizaciones del titular de la 

investigación, esto es del Fiscal  quien de igual manera prorroga mucho 

más del plazo razonable, la detención preliminar se basa en una literal 

interpretación de la Constitución Política del Perú y del Código Adjetivo 

existiendo la probabilidad de discutir la prórroga del plazo prudente de 

detención con la fundamentación de que dicha detención es arbitraria por 

su exceso. Al parecer nuestro, opinamos afirmativamente, debido a ello 

es que se procede a analizar. El Código Adjetivo en su artículo 330.1º, 

prescribe que quien dirige la investigación – fiscal – posee la atribución de 

practicar las diligencias inmediatas, así como recabar dentro de la 

investigación preliminar, los actos de investigación, también en el numeral 

http://www.monografias.com/trabajos/epistemologia2/epistemologia2.shtml
http://www.monografias.com/trabajos14/control-fiscal/control-fiscal.shtml
http://www.monografias.com/trabajos54/la-investigacion/la-investigacion.shtml
http://www.monografias.com/trabajos54/la-investigacion/la-investigacion.shtml
http://www.monografias.com/trabajos37/interpretacion/interpretacion.shtml
http://www.monografias.com/trabajos11/norma/norma.shtml
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2 de la misma norma precisa que las diligencias preliminares tienen como 

objetivo inmediato efectuar las actuaciones inminentes es decir 

apremiantes, o aquellos que no se puede aplazar predestinados a 

comprobar si los hechos materia de conocimiento delictivo han tenido 

lugar, además el artículo 331º prescribe lo siguiente: luego que los 

efectivos policiales hayan tenido conocimiento de la realización de un 

ilícito, lo comunicarán al Titular de la acción penal, esto es, al fiscal, por el 

medio más pronto, estos sucesos incumben un apresuramiento más 

avanzado, por decirlo de esa manera, cuando de por medio se priva a las 

personas de su libertad, fundamental y sustancial razón por lo que debe 

prevalecer la ejecución de los actos de investigación para establecer si 

realmente nos encontramos ante la comisión de un hecho delictivo 

evidente que sea de importancia y contenga la debida justificación para la 

detención preliminar, llámese policial o judicial o por flagrancia, que es lo 

que se pretende estudiar en este caso. 

 

El fallo que versa en el contenido del Expediente Nº 06423-2007 PHC/TC  

el cual emite el estudio profundo que está relacionado al fondo objeto del 

proceso, donde enfoca la circunstancia en la que la norma constitucional 

precisa el término de veinticuatro horas como plazo de detención se 

precisa de un término máximo, esto es que cualquier ciudadano puede 

ser detenido en el término máximo de veinticuatro horas, sin que ello 

pueda ser superado, para luego de ello, ser entregado a la autoridad 

correspondiente o de ser el caso, ser puesto en libertad, sin embargo, a 

la vez tiene que comprenderse, que el presente término posee un plazo 

contrario, que es el plazo razonable de detención, es decir el necesario, 

esto es el plazo límite que tiene el magistrado para efectuar las diligencias 

urgentes y principales que enlacen la detención del intervenido, puesto 

que culminadas dichas diligencias y si es que las circunstancias, la 

naturaleza y los grados de responsabilidad de los hechos no merecen otra 

figura jurídica como una formalización de Investigación preparatoria en la 

cual tenga que requerirse una medida coercitiva personal como es la 

Prisión Preventiva, el prorrogar la detención en un extremo necesario, 

http://www.monografias.com/trabajos10/delipen/delipen.shtml
http://www.monografias.com/trabajos2/rhempresa/rhempresa.shtml
http://www.monografias.com/trabajos36/naturaleza/naturaleza.shtml
http://www.monografias.com/trabajos33/responsabilidad/responsabilidad.shtml
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entonces estaría convirtiéndose en una detención arbitraria e injusta y por 

lo tanto susceptible de inspección constitucional. 

 

c) Falta de motivación del juez, que comprende la vulneración de dos 

derechos, estos son: el derecho a la motivación que deben tener las 

resoluciones judiciales y el derecho a la presunción de inocencia, el cual 

se encuentra relacionado con el derecho a la libertad personal, y se 

materializa cuando el mandato de detención provisional contiene una 

indebida motivación que incumple con los requisitos legales ordenados en 

el artículo 262° del Código Adjetivo. 

 

El derecho fundamental a la libertad personal no tiene carácter de 

absoluto; dado que, en conformidad a lo normado en el segundo artículo, 

numeral 24, literal “a” y “b”, de la Carta Magna, regula su limitación, por 

ello puede ser restringido y no ilimitado conforme a ley. En relación a ello, 

en reiterada jurisprudencia sobre la detención preliminar judicial se ha 

dicho que es una medida cautelar y preventiva, por ende temporal, en 

donde la libertad física es restringida, sin embargo, no por ese motivo, es, 

de por sí, inconstitucional, dado que no impone una medida de sanción 

punitiva, ni vulnera el principio de presunción de inocencia al que tiene 

derecho toda persona que se está siendo investigada y dentro del 

ordenamiento jurídico se corrobora siempre y cuando se aplique el 

principio de razonabilidad y proporcionalidad para su imposición.   

 

Es así, como, el Tribunal Constitucional se pronunció en el fallo contenido 

en el Expediente N° 1091-2002-HC/TC, del asunto Vicente Ignacio Silva 

Checa, en donde la justicia constitucional es la no adecuada en establecer 

la configuración de los requisitos legales que legitiman el amparo de la 

detención preliminar, ya que es tema que corresponde y le compete a la 

justicia penal ordinaria; empero, sí es facultad suya comprobar si es que 

esos requisitos aparecen de forma concurrente y si su exigencia está afín 

a los objetivos y al carácter proporcional y subsidiario de aquella 

institución, sin perjuicio de que todo ello debe ser fundamentado en la 

resolución judicial que se emita. 

http://www.monografias.com/trabajos14/control/control.shtml


9 
 

d) Incomunicación, se manifiesta cuando se practica de manera indebida y 

 vulnerando el debido proceso. 

 

Consiste en que si un sujeto es detenido por ilícitos como: espionaje, 

terrorismo y tráfico ilícito de drogas, o por un ilícito cuya sanción es que la 

pena privativa de libertad exceda a los seis años, el fiscal, quien es el 

titular de la acción penal, solicitará al Juez de Garantías para que ordene 

su incomunicación, siempre y cuando sea necesario esclarecer los hechos 

materia de imputación, la misma que debe hacerse en un plazo límite de 

diez días, teniendo en cuenta que no exceda los días que dure la 

detención. El Juez debe resolver de manera inmediata y sin algún trámite 

sobre la misma, a través una resolución debidamente fundamentada. La 

incomunicación no limita las conversaciones privadas que pudiera tener 

el abogado defensor con su defendido, dado que no requieren permiso 

previo y tampoco pueden prohibirse. 

 

e) Vulneración del debido proceso, esto es, que la detención preliminar se 

dicte y se ejecute sin respetar aquellas garantías y derechos 

fundamentales que le pertenecen al detenido de conformidad con el nuevo 

modelo procesal penal. 

 

1.2. ANTECEDENTES: No hemos encontrado antecedentes directos con 

nuestro tema de investigación; sin embargo, relacionados en cierta forma 

son los siguientes antecedentes: 

1.2.1. INTERNACIONAL 

ROBAYO CASTILLO, Filadelfo, “La Detención Preventiva, Excepción 

o Regla en el actual proceso penal”. Universidad Militar Nueva 

Granada. Para optar el grado de Magíster con mención en Derecho 

Procesal Penal. Bogotá D.C.  2013. Concluye que: 

 

a. La medida de privación provisional de libertad en establecimiento 

carcelario constituye una consecuencia penológica antelada. 
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b. La cautela de ponderación entre aquellos derechos pertenecientes a 

las personas, primordialmente, su libertad, y el ius puniendi del Estado, 

le corresponde a este mismo. 

c. La libertad de toda persona, debe ser prioridad a cualquier otro interés   

y con mayor razón durante el progreso de un procedimiento penal, 

debiendo garantizarse principios como: la idoneidad, proporcionalidad, 

necesidad y convicción, en caso, exista la necesidad de afectar dicha 

libertad. 

d. Hoy en día, se requiere la detención preliminar, sólo en base al “indicio 

de presencia”, o simple sospecha. 

e. Lamentablemente no se analiza el test de proporcionalidad ni el 

principio de racionabilidad al momento de ejecutar la imposición de una 

medida de detención preliminar, en las entidades del Ministerio Público 

y el Poder Judicial. 

f. El Ministerio Público, sólo requiere la medida de detención preliminar 

por ventaja o estrategia procesal. 

g. La medida de detención preliminar no es la última ratio, sino 

lamentablemente “prima ratio”. 

h. No se aplican los diversos principios de idoneidad de la medida, 

proporcionalidad, necesidad y convicción de la misma, convirtiéndose 

así en letra muerta. 

1.2.2. NACIONAL: 

 

Se tienen los siguientes trabajos de investigación al respecto, entre los 

que he podido recopilar de las bibliotecas de Escuelas de Post – Grado 

de Derecho, de Universidades Nacionales y Particulares, teniéndose 

principalmente: 

 

1. SULCA GONZÁLEZ, Katherine “Extensión aplicativa de las medidas 

de coerción personal del Nuevo Código Procesal Penal sobre 

Procesos Especiales a Adolescentes Infractores de la Ley Penal, de 
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acuerdo a la experiencia en el Distrito Judicial de La Libertad”; 

presentado en el año 2010, para optar el grado de Magíster en Derecho 

Procesal Penal y aplicación del NCPP del 2004; llegando a sostener la 

autora de esta tesis en cuanto entre sus principales conclusiones, de que 

las medidas coercitivas personales dadas por el Nuevo Código aseguran 

el desarrollo de las investigaciones preliminares así como la ejecución de 

las diligencias de los procesos judiciales, al tenerse de manera 

garantizada la presencia del presunto adolescente infractor, con orden de 

prisión preventiva o de detención preliminar que pueda evitar que fugue o 

evada la justicia hasta que se produzca el esclarecimiento del hecho 

delictivo y de su responsabilidad delictiva o no. Siempre teniéndose en 

cuenta las garantías procesales y judiciales que el código le reconoce al 

imputado, y sobre todo en cuanto a sus derechos constitucionales de su 

normal desarrollo y bienestar; a efectos de que el internamiento preventivo 

que exige el Código de Niños y Adolescentes del 2000 (Ley Nº 27337), no 

llegue a afectar el derecho fundamental referido del menor, y más sobre 

todo cuando por aplicación de dicha medida deba ser trasladado a un 

centro de rehabilitación juvenil distante al lugar de su residencia, lo que 

se debe llevar a cabo en forma justificada y con los elementos de 

convicción necesarios en sí. 

 

2. VÉLEZ FERNÁNDEZ, Giovanna Fabiola. “El Nuevo Código Procesal 

Penal: La necesidad del cambio en el sistema procesal peruano”. 

Tesis para obtener el grado de Doctora en Derecho Procesal Penal 

de la Universidad Particular San Martín de Porres. 2005. 

 

Conclusiones: 

 

a. El Nuevo Código Procesal Penal, prescribe: “el principio de oportunidad 

se aplica en delitos culposos o dolosos”, lo cual está en función a lo que 

afectó el agente en los efectos de su ilícito no importando su intención 

en la omisión o comisión. 
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b. La diferencia además encontrada en la actual regulación de la esta 

figura jurídica es que la segunda circunstancia de su aplicación no 

versa sobre delitos insignificantes a comparación de la regulación 

actual, agregando aquellas conductas ilícitas que no perjudiquen de 

manera grave el interés público, siendo que, con ello, se utiliza el poder 

penal en última ratio, aplicando otros medios que alcanzan mejores 

resultados. 

c. El Código Adjetivo innova en su Título Preliminar el artículo I, en el cual 

está reconociendo de manera expresa el derecho de toda persona a 

ser juzgado dentro del plazo razonable. Añadiendo, a la primera 

disposición final los razonamientos que deben tomar los jueces para 

aplicar dicho plazo en la duración de las medidas coercitivas como: 1) 

La continuidad de la existencia de los supuestos materiales de dicha 

medida; 2) La dificultad del proceso, por ser de carácter complejo, para 

que así se logre esclarecer aquellos sucesos que son materia de 

investigación; 3) La naturaleza y gravedad del delito que se le imputa 

al agente; 4) La actividad realizada por el organismo jurisdiccional; y, 5) 

La conducta procesal que muestra agente y el tiempo efectivo de 

privación de libertad. 

d. La innovación resaltante que tiene la normatividad adjetiva referente a 

la prisión preventiva está referido a la realización obligatoria de una 

audiencia previa que es imperativa de desarrollarse y debe ser antes 

de emitir el pronunciamiento sobre el encarcelamiento de un 

procesado, donde el Fiscal tenga que requerir la medida y el abogado 

y procesado puede contradecir dicha medida. 

3. MÁVILA LEÓN, Rosa. Problemas de aplicación de las medidas de 

coerción personal en el proceso penal peruano. Tesis para optar el 

grado de Magíster en Aportes y Críticas al Nuevo Código Procesal 

Penal. Pontificia Universidad Católica del Perú. Lima, Perú. 2007. 
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 Conclusiones: 

 

a. Un sistema democrático se caracteriza por comprender que la 

limitación a la libertad del procesado debe aplicarse mediante un 

procedimiento que esté determinado previamente y en donde deba 

respetarse aquellos derechos que consagre la Constitución. 

b. Empero, conforme se advierte, la contestación que en estos tiempos el 

juez y el legislador en el Perú han dado respecto al problema de la 

criminalidad y, por tanto, el desarrollo de la medida de detención 

preliminar y demás medidas que limitan la libertad se caracterizan por 

apartarse de las funciones que deben atender estas medidas 

cautelares personales. 

c. La presente realidad resalta el abandono de una despejada voluntad 

política de llevar a cabo un procedimiento penal conforme con un 

Estado que es social y Democrático de Derecho, de un Estado que 

impone el respeto de los derechos fundamentales, además del deber 

que le compete, esto es resolver los problemas de la sociedad. 

d. Ante esto, aquellos que estamos ligados al análisis del proceso penal 

asumimos, en principio y como tarea necesaria, el deber de explicar las 

bases dogmáticas de las instituciones jurídicas que forman parte de 

esta rama jurídica. Asimismo, estamos en la obligación de enfrentar 

tales ideas con la realidad, pues considero que esta práctica resulta ser 

indefectible a fin de que la existente crisis normativa y jurisprudencial 

pueda superarse. 

1.3.  FORMULACIÓN DEL PROBLEMA: 

 

¿Cuáles son los derechos fundamentales que se vulneran en la indebida 

aplicación de la Detención Preliminar en el marco del Nuevo Código 

Procesal Penal en el Distrito Judicial del Santa durante el periodo 2013-

2014? 
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1.4.    DELIMITACION DEL ESTUDIO: 

 

- ESPACIAL: Distrito Judicial del Santa – Chimbote 

- TEMPORALIDAD: Año 2013 al 2014. 

1.5.    JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA DE LA INVESTIGACIÓN: 

 

- En el ámbito doctrinario: El tema de investigación en este trabajo no 

ha sido tratada profundamente, existiendo algunas posturas de autores 

que la a bordan, pero de manera superficial, por lo que el aporte de este 

trabajo de investigación consistió en elaborar doctrina sobre los 

derechos fundamentales que se vulneran con la indebida aplicación de 

la Detención Preliminar en el marco del Nuevo Código Procesal Penal 

en el Distrito Judicial del Santa durante el periodo 2013-2014. 

 

- En el ámbito social: Este trabajo aporta porque al determinar los 

derechos fundamentales que se vulneran con la indebida aplicación de 

la detención preliminar propondrá recomendaciones con las que se 

darán pautas de actuación a los operadores de justifica. 

 
- En el ámbito legal: Al determinar cuáles son los derechos 

fundamentales que se vulneran con la indebida aplicación de la 

detención preliminar se emitirá recomendaciones en la que se darán 

soluciones para evitar estas vulneraciones y hacer más efectivo nuestro 

sistema de justicia. 

 

1.6.    OBJETIVOS: 

 

1.6.1. OBJETIVOS GENERAL: 

 

Demostrar cuáles son los derechos fundamentales que se vulneran en la 

indebida aplicación de la Detención Preliminar en el marco del Nuevo 

Código Procesal Penal en el Distrito Judicial del Santa durante el periodo 

2013-2014. 
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1.6.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS: 

 

a) Analizar la vulneración a la libertad de locomoción y tutela 

jurisdiccional efectiva en el marco del Código Procesal Penal en 

base a la indebida aplicación de la detención preliminar. 

b) Determinar las consecuencias del encarecimiento a nivel normativo 

procesal penal, en cuanto a la prescripción respecto al 

prevalecimiento del plazo razonable al plazo legal, respecto a un 

requerimiento de detención preliminar. 

c) Evaluar la conjunción motivada de los presupuestos para dictar 

mandato de detención. 

d) Analizar las diversas teorías que guardan relación con la afectación 

de los derechos fundamentales de ejecutar arbitrariamente la 

detención preliminar.  

e) Revisar el derecho comparado y jurisprudencia con respecto a la 

vulneración de los derechos fundamentales al ejecutar 

arbitrariamente tales detenciones. 
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TITULO II 

MARCO TEÓRICO 

 

CAPITULO I 

BASE FILOSOFICA 

 

1. IUSNATURALISMO: 

 

Para Felipe Gonzales Vicen (2001), el significado de “iusnaturalismo” se utiliza 

de manera unánime en esa filosofía que tratan sobre la orientación del 

pensamiento que aseveran generalmente la existencia del derecho puramente 

natural, siendo que el derecho natural, es entendido como una orden de 

naturaleza reguladora de los comportamientos humanos, un ius naturae que 

se establece en todo momento como umbral de canon de un orden jurídico 

dirigido con raciocinio y como piloto juicioso de las regulaciones jurídicas 

positivo-históricos, cuya legislación debe de calificarse y valorarse por su 

relación con dicho modelo”. 

 

Es así que, el modelo jus - naturalista o llamado también “derecho natural que 

se iguala con la justicia”, es una justicia forjada como absoluta y objetiva, 

porque presenta lo siguiente: 

 

a) Un contenido que trascendental y válido de manera universal, en la que 

mínimamente cuenta con ejes universales, tales como: “haz el bien”. 

 

b) Se requiere la existencia de un orden ontológico relacionado de la 

contingencia y de los cambios, que cuenta como línea máxima de sus 

relaciones constantes con la justicia; 

 

c) Por último, este orden se hace comprensible y admisible en su forma 

absoluta por parte de cada uno de las personas. 

 

Estos tres principios forman el iusnaturalismo en términos ontológicos y 

ofrecen una sola garantía segura para que el derecho natural pueda realizar 
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su función de modelo de una manera totalmente cierta e invariable. 

 

2.  IUSPOSITIVISMO: 

 

Para el autor, Escudero López, José Antonio (1983), el Positivismo “plantea 

que el Derecho es un conjunto de normas dictadas por los seres humanos, a 

través del Estado, mediante un procedimiento formalmente válido, con la 

intención o voluntad de someter la conducta humana al orden disciplinario por 

el acatamiento de esas normas”. 

 

Dentro de la corriente del Positivismo Jurídico la visión que más cobró 

perdurabilidad en el tiempo ha sido la que se denomina como "positivismo 

analítico", o más sencillamente "concepción analítica del derecho". 

 

La filosofía analítica se caracteriza por la primacía otorgada al estudio del 

lenguaje como "lugar" filosófico, por el uso de métodos de carácter analítico-

descompositivo en el estudio de ese lenguaje; y por su concentración en las 

problemáticas lógicas, metaéticas y de la acción humana, con la consiguiente 

preterición del resto de los temas de la filosofía práctica, en especial de los 

ético-normativos. 

 

En la actualidad muchos filósofos y juristas dicen que el positivismo jurídico 

se encuentra en crisis, debido al redescubrimiento de la eticidad del derecho, 

sin embargo, esto no significa que la corriente predominante en la filosofía 

jurídica actual sea al iusnaturalismo clásico. La crisis terminal del positivismo 

jurídico es motivada principalmente por su incapacidad para dar respuestas 

aceptables a los más exigentes problemas ético-jurídicos de la sociedad. A 

pesar de esto, se observa una importante tendencia, entre pensadores no-

positivistas o antipositivistas que afirman que es necesaria la búsqueda de 

una nueva vía que, sin recaer en el temido iusnaturalismo, provea al derecho 

de ciertos elementos que aparecen como racionalmente indispensables: ante 

todo, de una justificación racional de la obligación jurídica, más allá del mero 

factum del poder coactivo, sea éste estatal o social; y en segundo lugar, de 

una instancia de apelación ética, desde la cual sea posible juzgar crítica o 
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valorativamente los contenidos del derecho positivo. 

 

Entre los más grandes censuradores del Positivismo Jurídico en nuestros días 

es el reconocido Filósofo y Físico Argentino Mario Bunge, que refiere que el 

positivismo jurídico es como el agente del subdesarrollo de los países 

latinoamericanos, resalta en su crítica que esta fue la doctrina jurídica del 

régimen nacional socialista alemán y de la Unión Soviética, además de la 

supuesta amoralidad de la ley. 

 

CAPITULO II 

BASES TEÓRICAS 

 

1. NUEVO CÓDIGO PROCESAL PENAL: 

 

El NCPP posee un sistema acusatorio-garantista, pero este es un modelo 

dialógico y no un sistema unilateral, en donde la confianza no es depositada 

exclusivamente en la acción abstraída del Juez, o en sus reflexiones, en su 

discreción y juicio, sino que se basa en el debate, el litigio, en donde se 

presenta ante él, los puntos controvertidos, en la disputa y la contradicción 

limitado en un marco establecido por las reglas de un juego que busca 

garantizar la transparencia del proceso. Los sujetos que participan en el 

proceso no deben ser estimados como accesorios de la justicia, por el 

contrario, deben ser considerados como protagonistas de este, por lo que el 

punto esencial es trasladado de la mente del Juez competente a la 

controversia pública, lo cual es propio del juicio oral. 

 

Este sistema novedoso, de acuerdo con lo ya precisado, es de carácter 

acusatorio. El nuevo modelo de nuestro código adjetivo pretende que, en el 

Perú, la justicia se distancie de un sistema inquisitivo, el cual se caracteriza 

por su carácter formalista, preocupado por el trámite, escrito, memorista, poco 

creativo, secreto, enigmático, ritualista, burocrático, medroso, 

despersonalizado, acrítico, aislado y despreocupado tanto por los ciudadanos 

como por encontrar una solución al problema conflictivo suscitado. 
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Así ha sido aplicado de forma inexacta durante muchos años, es por ello que 

este nuevo modelo nos ha permitido cambiar a un modelo acusatorio-

garantista-adversarial, basado en una técnica de juzgamiento amparado y 

dotado de garantías constitucionales, así como de los principios de igualdad 

de armas, contradicción, publicidad, oralidad, inmediación, unidad, 

concentración, entre otros, existiendo siempre esa posibilidad de suspender 

el proceso, e incluso beneficiar al inculpado rebajándole la pena, dentro del 

margen de lo permitido por ley, cuando este admite por decisión propia y 

voluntaria los hechos que se le imputan. 

 

Pero, ¿qué se necesita para alcanzar este cambio? Para transformar el 

sistema penal de un modelo inquisitivo a uno acusatorio, es requisito 

indispensable y esencial transformar el íntegro del proceso penal, esto abarca 

su estructura y organización, es decir, desde el número de fases, quienes 

serán los responsables de cada una de estas etapas, así como las funciones 

y facultades de los jueces, fiscales y de los miembros de la Policía Nacional 

del Perú. 

 

El nuevo modelo procesal penal tiene un PROCESO COMÚN, el cual 

comprende las siguientes etapas: 

 

A. INVESTIGACIÓN PREPARATORIA: 

 

- Definición: 

 

Esta etapa de investigación preparatoria se halla bajo la dirección del 

Fiscal, en donde se llevan a cabo las diligencias preliminares, urgentes y 

deben realizarse de manera inmediata, con el fin de recabar las pruebas 

necesarias para determinar al autor de un ilícito. El Fiscal contará con su 

órgano de apoyo, en este caso, la Policía Nacional del Perú. En esta etapa 

el Juez de la Investigación preparatoria controla el respeto de los derechos 

del imputado. 
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- Fases: 

 

Diligencias Preliminares: 

 

La Policía al tener conocimiento de la noticia criminal o de la comisión de 

un hecho delictivo, deberá dar cuenta inmediata y poner de conocimiento 

al Ministerio Público, en este caso, al Fiscal de Turno. 

 

Cuando el fiscal toma conocimiento de un posible delito que se haya 

cometido, o habiendo recepcionado una denuncia, tiene la facultad y el 

deber de realizar las diligencias preliminares respectivas del caso, ya sea 

por sí mismo o también puede requerir que la Policía intervenga, como 

Órgano de apoyo, bajo su dirección, para la realización de pesquizas y 

actos urgentes e inaplazables. 

 

El objetivo de la realización de estas diligencias es determinar si el Fiscal 

a cargo del caso debe formalizar o no la investigación preparatoria. El 

artículo 333.2 establece un plazo de 20 días, a excepción de que una 

persona haya sido detenida. 

 

Durante el desarrollo de esta etapa de investigación son practicados los 

actos inaplazables o perentorios cuyo destino es comprobar si los hechos 

materia de investigación revisten delictuosidad, buscan el aseguramiento 

de aquellos materiales u objetos que han facilitado o favorecido a la 

comisión del delito, asimismo lograr la individualización a los involucrados, 

entiéndase autores, agraviados y testigos, todo en el marco de la ley, para 

de esta manera brindar la protección y seguridad respectiva (art. 330.2). 

 

Estas diligencias preliminares se encuentran inmersas dentro de la 

investigación preparatoria, por lo que no se deberán repetir cuando la 

investigación se ha formalizado. 
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Formalización de Investigación Preparatoria: 

 

El NCPP establece que la presente fase tiene calidad de preparatoria; es 

decir, permite que las partes intervinientes se preparen para la etapa de 

juicio. Los objetivos de la etapa de investigación preparatoria formalizada 

son: 

 

a) Recolectar aquellos elementos de convicción de cargo y descargo, 

que le permitan al titular de la acción penal a tomar una decisión, 

la misma que será formular acusación o requerir el sobreseimiento 

de la causa conocida, asimismo permitirá que el abogado defensor 

del imputado prepare su defensa. 

 

b) Verificar y comprobar si el comportamiento que se le incrimina al 

investigado es delictivo, determinar aquellas circunstancias y 

móviles de su realización, identificar a los involucrados del hecho 

delictivo (autores, partícipes y víctimas), de igual manera 

demostrar si existe o se causó algún daño. 

 

Esta etapa del proceso penal se caracteriza por ser de carácter 

informativo, más no por ser probatoria, esto es en lo que respecta 

a los hechos que se investigan, de esta manera el Fiscal 

encargado del caso determinará si debe acusar o sobreseer la 

causa. 

 

- Características: 

 

El Fiscal es quien dirige la investigación: 

 

No en la totalidad de casos procede la continuación y formalización de la 

investigación preparatoria (art. 334) 

 

La acusación del Fiscal opera incluso con el solo resultado de las 

diligencias preliminares (art. 336). 
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El Fiscal es quien plantea su estrategia o Teoría del caso en la 

investigación para que de ese modo pueda dirigirla y encaminarla (art. 

65). 

 

El Fiscal de la investigación se encuentra facultado para optar por salidas 

alternativas que simplifiquen el proceso penal. 

 

Oralidad de la etapa de investigación preparatoria: audiencias 

preliminares: 

 

La introducción de la oralidad en la etapa de investigación es uno de los 

aspectos más innovadores y relevantes que se deja notar en el Código 

Procesal Penal del año 2004. 

 

Ramiro Salinas Siccha (2007), precisa que, en esta fase aquellas 

decisiones más sustanciales no serán expedidas mediante un escrito, 

puesto que las mismas tendrán espacio en las audiencias preliminares, 

en estas audiencias se tendrá en cuenta la participación de las partes 

procesales, exteriorizando sus pedidos con los argumentos que 

sustentan los mismos. Así podemos encontrar las siguientes audiencias: 

 

1) Aquella audiencia que se lleva a cabo cuando el Fiscal del caso ha 

rechazado alguna solicitud presentada por cualquiera de las partes, 

para actuar determinadas diligencias a efectos de esclarecer los 

hechos materia de investigación (art. 337.4) 

 

2) Audiencia de control del plazo (art. 343) esta se realiza si el Fiscal 

a cargo no ha concluido la investigación pese a haberse vencido el 

plazo establecido por ley. 

 
3) Audiencia de prueba anticipada. Es aquella que se da como 

incidente probatorio, pues el nuevo Código ha previsto la 

posibilidad de realizar una audiencia preliminar de prueba 

anticipada, tomando el ejemplo del código italiano. 



23 
 

 
4) Audiencia de aplicación de criterios de oportunidad, a efectos de 

simplificar el proceso penal, todo dentro del marco establecido por 

ley (Art. 2.7) 

 
5) Audiencia a fin de disipar medios de defensa técnica (Art. 8.3) 

 
6) Audiencia para la resolución de algún pedido de tutela de la parte 

imputada, esta audiencia se lleva a cabo cuando se infringen sus 

derechos en el transcurso de la investigación preparatoria (Art. 

71.4) 

 
7) Audiencia para expedir auto de convalidación de la detención 

preliminar (Art. 266.2), de igual manera para la procedencia de la 

medida cautelar personal de prisión preventiva (Art. 271.1,2). 

 
8) Audiencia a fin de determinar la prolongación de la detención 

preliminar o prision preventiva (Art. 274.2,3) 

 

- Secuencia: 

 

1) Se recepciona la denuncia. 

2) Se realizan diligencias preliminares en un plazo de 60 días, a 

excepción de los casos de detención. 

 

Cuando concluyen dichas diligencias el Fiscal optará por una de las 

alternativas subsiguientes: 

 

- Cuando el Fiscal considera que los hechos investigados no 

revisten delictuosidad, no es penalmente justiciable, o ya sea 

que existan causas que la extingan, entonces este declarará la 

inexistencia de motivación para formalizar la investigación 

preparatoria, por tanto, ordenará el archivo del caso. De ser el 

caso, aquel denunciante que no se encuentre de acuerdo con 

esta decisión puede presentar un recurso de queja de derecho 
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para que se eleven los actuados al Fiscal superior, de tal forma 

que sea revisado por este. 

- Si el hecho materia de investigación constituye delito y no ha 

prescrito la acción penal, pero no se ha podido identificar ni 

individualizar a los autores o partícipes del ilícito penal, el Fiscal 

puede ordenar a la Policía Nacional su intervención (Víctor 

Cubas Villanueva 2004). 

- Si existen reveladores indicios en cuanto a la presencia de un 

hecho delictivo, no ha prescrito la acción penal, se ha logrado 

individualizar al autor o autores, y si fuera el caso se ha 

satisfecho el presupuesto de procedibilidad, entonces el Fiscal 

deberá disponer la continuación y formalización de la 

investigación preparatoria. 

- En caso el Fiscal considere que concurren elementos suficientes 

que puedan acreditar que el delito haya sido cometido y existe 

intervención del investigado en dicho ilícito, lo que significa que 

la participación directa del autor se ha acreditado con las 

pruebas suficientes, puede formular su requerimiento acusatorio 

de manera directa. 

3) Formalización y continuación de la investigación preparatoria. 

4) Diligencias comprendidas en la investigación preparatoria. El Fiscal 

se encuentra facultado de: 

i. Citar a cualquier persona que considere que se encuentra en la 

posibilidad de manifestar testimonio sobre los hechos 

investigados para que concurra e informe sobre los mismos. 

ii. Disponer la conducción compulsiva del citado, cuando de manera 

injustificada no asista el día en que se solicitó su presencia. 

iii. Requerir información tanto de particulares como de funcionarios 

públicos y exigir la entrega de los mismos. 

 

5) Conclusión de la investigación preparatoria. 
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- Plazo de la etapa de investigación preparatoria: 

 

El código adjetivo vigente le ha concedido a esta etapa de investigación 

preparatoria el plazo de 120 días naturales, los cuales por única vez se 

pueden prorrogar por 60 días más. Asimismo, cuando nos encontramos 

frente a casos cuyas investigaciones han sido calificadas como 

complejas el plazo concedido por la norma es de 240 días, es decir 8 

meses, y dado a su complejidad, este plazo se susceptible de prórroga 

el mismo plazo, pero únicamente por el Juez de la Investigación 

Preparatoria. 

 

Cuando el Fiscal considera que la investigación ha obtenido todos sus 

fines, entonces podrá dar como concluida dicha investigación, aun 

cuando no haya vencido el plazo determinado en la normatividad. Este 

nuevo Código ha previsto la posibilidad en que las partes del proceso 

puedan solicitar al Juez de la Investigación preparatoria se cite a una 

audiencia de control del plazo, en caso venciera el plazo concedido por 

la norma y el Fiscal a cargo del caso no ha concluido dicha investigación. 

 

2. LA PRISIÓN PREVENTIVA: 

 

A. CONCEPTO: 

 

El código instaura los supuestos materiales que deben de coexistir para 

de esa manera dictarse esta medida cautelar como es la de prisión 

preventiva (268).  Esta medida cautelar es de carácter personal, de 

acuerdo con su naturaleza jurídica, esta medida tiene como fin que el 

proceso se garantice en cuanto a los fines característicos que le poseen, 

y sobre todo busca garantizar que cuando se imponga una pena o sanción 

en el futuro, esta se cumpla. La prisión preventiva radica en privar 

temporalmente a una persona de su derecho de libertad ambulatoria, el 

cual se concreta con el traslado y el internamiento del investigado a un 

establecimiento penitenciario por un tiempo determinado, mientras dure el 

proceso penal o expire el plazo otorgado por el órgano jurisdiccional, todo 
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ello con el objetivo de asegurar los fines del proceso. 

 

Para el autor Binder (1997), la prisión preventiva sería constitucionalmente 

inadmisible cuando no se den los “requisitos procesales” que se requiere 

muy aparte de que un hecho delictivo exista y que se compruebe que el 

imputado tenga participación en él. Los llamados requisitos procesales 

establecen que esa prisión preventiva sea inmediata y rotundamente 

necesaria, puesto que, de esa forma se pretende asegurar la actuación del 

juicio o que la pena sea impuesta. 

 

En cuanto a los presupuestos de peligro de entorpecimiento de la 

investigación y peligro de fuga no deben constituirse como un fundamento 

o motivo para que una persona sea encarcelada o recluida en un 

establecimiento penitenciario, pues considero que, el Estado peruano 

cuenta con un sin número medidas aplicables para impedir que el 

imputado llegue a realizar eventuales acciones. Es más, si el Estado no 

tiene la eficacia que debería en la protección de su investigación, con 

mayor razón, esa ineficacia no puede recaer en una persona poseedora 

de derechos, en este caso del imputado, menos aún, cuando esa ineficacia 

es a costas de su privación de libertad. 

 

Esta medida cautelar personal debe ser entendida de tal manera que 

cuando el imputado ingrese a dicho establecimiento, se cumpla su fin, que 

es el de impedir que eluda la acción de la justicia o entorpezca la actividad 

probatoria. Por tanto, queda claro que su finalidad no es requisitoriar al 

investigado con dictar órdenes a fin de ubicarlo y capturarlo.     

 

Ferrajoli (1989) considera que la presunción de inocencia está asociada a 

la regla de tratamiento del imputado, que excluye o al menos restringe al 

mínimo la limitación de la libertad personal, por lo que la prisión preventiva 

antes de la condena es ilegítima e inadmisible, ya que vulnera el principio 

de jurisdiccionalidad, este a su vez no consiste en poder ser detenidos 

únicamente por orden de un juez, sino en poder serlo solo sobre la base 

de un juicio.      
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B. PRINCIPIOS QUE DEBEN TENERSE EN CUENTA PARA APLICAR O 

INAPLICAR LA PRISIÓN PREVENTIVA: 

 

1) Excepcionalidad e instrumentalidad: 

 

El criterio adecuado es que el investigado tiene que llevar su proceso 

con libertad, por lo que se entiende que la prisión preventiva es una 

excepción de dicha regla, siendo que esta se debe fijar únicamente 

si resulta como medida forzosa (253.3). La instrumentalidad es un 

principio que examina esa excepcionalidad, pues determina que no 

conforman un fin por sí mismos, sino que ambas se hallan 

encaminadas a obtener los fines del proceso penal. 

 

2) Proporcionalidad: 

 

El principio de proporcionalidad es respetado cuando en la ley se ha 

previsto supuestos apropiados a un propósito cautelar, por ello es 

que en la norma procesal debe comprenderse el significado del 

fumus bonis iuris lo cual significa el aspecto revelador de una 

razonable hipótesis de una futura condena, frente a quien se le ha 

privado su libertad, y el perículum in mora, que a su vez es dividido, 

en prevenir el peligro de fuga y de obstaculización. 

 

3) Jurisdiccionalidad: 

 

 Este principio significa que la prisión preventiva sólo puede ser 

dictada por una autoridad judicial (Art. 268), a diferencia de la 

detención, que como hemos referido anteriormente, puede ser 

realizada por la policía (Arts. 259,205) y el fiscal (Art. 66.1). 

 

4) Legalidad: 

 

La normatividad regula los presupuestos y los procedimientos para 

la aplicación de “la prisión preventiva”. Solo pueden admitirse las 
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restricciones establecidas y dispuestas de forma expresa en la ley, 

solamente se podrá pactar en el seno del proceso penal, y no 

amparándolas en normas de otra naturaleza diferente, mucho menos 

en procedimientos de otro tipo. En consecuencia, su adopción y 

progreso se deberá adaptar a las determinaciones que el Código 

Procesal Penal prevé. (Artículo VI del Título Preliminar). 

 

5) Tratamiento adecuado al encarcelado preventivamente: 

 

 La persona contra quien se dictó la prisión preventiva es encarcelada 

sin haber sido sentenciado a cumplir una determinada pena. Este 

hecho, como dice Binder, deja en claro que, al internar 

preventivamente a una persona, hace que se asemeje a una sanción 

ya impuesta por un órgano jurisdiccional, como es la sentencia. Sin 

embargo, concurren orientaciones indiscutibles con respecto al trato 

que reciben esta clase de encarcelados, asimismo deben ser 

necesariamente atendidos. 

 

C. PRESUPUESTOS PARA SOLICITAR LA PRISIÓN PREVENTIVA: 

 

De conformidad a lo establecido en el art. 268º del Nuevo Código Procesal 

Penal para que el Fiscal pueda solicitar la prisión preventiva de un 

imputado, debe concurrir los tres presupuestos establecidos en dicha 

norma legal, así tenemos que se señalan como presupuestos los 

siguientes: 

 

1) Que existan fundados y graves elementos de convicción para estimar 

razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como 

autor o partícipe del mismo, éste presupuesto implica que el Fiscal dé 

los primeros recaudos, es decir de las primeras diligencias ordenadas 

con la finalidad de  lograr el debido esclarecimiento de los hechos 

investigados, y de esta manera pueda advertir que contra el imputado 

se ha recogido una suficiente actividad probatoria que demuestra su 

participación en los hechos investigados, a esto se debe precisar que 
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con éste presupuesto no se pretende exigir que básicamente el Fiscal 

ya tenga todas las pruebas respecto a la participación del imputado, 

porque en todo caso ello deberá demostrarse en la etapa del juicio oral 

y podrá recogerse mayores elementos de prueba durante la etapa de 

la investigación preparatoria, por lo que se entiende que este requisito 

es una exigencia para el Fiscal que realiza las diligencias urgentes y 

de esta manera poder objetivamente advertir el grado de participación 

de la persona a quien se le imputa un delito, estando debidamente 

fundamentado con suficientes elementos de convicción, pero este no 

es el único presupuesto que debe presentarse, sino que debe existir 

la concurrencia de los demás presupuestos que la ley exige y que 

explicaremos a continuación. 

 

2) Que la pena futura que se pretendiera imponer supere los cuatro años, 

el presente requisito es preciso y claro, quiere decir que 

necesariamente la sanción penal a imponérsele a un imputado que se 

le está realizando actos de investigación debe exceder la cantidad de 

4 años de pena privativa de la libertad, entendiéndose así que no se 

aplica exclusivamente para delitos cuyo extremo mínimo sean 4 años, 

sino que además deja abierta la posibilidad de solicitarla si el delito 

tipificado halla los 4 años dentro de su mínimo y máximo de pena 

privativa de la libertad, verbigracia en aquellos casos de Hurto 

Agravado en donde se sanciona con pena privativa de la libertad no 

menor de 3 ni mayor de 6 años, queda claro que en estos casos no se 

excluye esa posibilidad de que el Fiscal solicite la prisión preventiva 

ante el Juez, con la previa verificación de que todos los presupuestos 

exigidos por ley concurran. 

 
3) Que, al advertir los antecedentes o demás circunstancias del caso en 

concreto se permita deducir sensatamente la existencia de un peligro 

de fuga, esto es que la persona a quien se le viene investigando hallará 

la forma de evadir la acción de la justicia o que simplemente esta 

procure la obstaculización de la investigación, lo que se conoce como 

peligro de obstaculización. En el presente supuesto puede darse 
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cualquiera de los dos casos mencionados o incluso que concurran 

ambas situaciones en un mismo caso. 

 
De esta manera se tiene que, para considerar un PELIGRO DE FUGA 

se deberá tener en cuenta circunstancias determinadas que consigan 

ser calificadas de esa manera, como por ejemplo: a) Debe tenerse en 

cuenta el arraigo que el investigado tenga en el país, esto se determina 

por su residencia habitual, su domicilio y el asiento de su familia, así 

como debe existir un arraigo de su trabajo o sus negocios, 

analizándose si este posee la facilidad de salir de forma definitiva del 

país o que exista la posibilidad que permanezca oculto, por tanto en 

todos los casos el investigado debe presentar documentos fehacientes 

que acrediten que posee un domicilio y trabajo conocido, que cuenta 

con carga familiar y no pretende fugarse del país u ocultarse en él, 

todo ello con el fin de disipar el peligro de fuga desvaneciéndolo; b) La 

gravedad de la pena que se espera como resultado de la investigación 

también debe considerarse como peligro de fuga, toda vez que se 

puede inferir que si se ordena la libertad de una persona que está 

siendo investigada por  la comisión de un delito que se encuentra 

sancionada con una pena bastante grave es muy posible que ésta 

pretenda eludir la acción de la justicia y no se presente durante el 

desarrollo de todo el proceso; c) La importancia del daño resarcible y 

la actitud que el imputado adopta voluntariamente frente a él, esto es 

que se debe tener en cuenta la importancia del daño causado por el 

imputado así como si éste puede ser resarcido o no, así como cuál es 

la actitud del imputado frente a ésta situación y d) El comportamiento 

del imputado durante el procedimiento o en otro procedimiento 

anterior, en la medida que indique su voluntad de someterse a la 

persecución penal, esto implica dos circunstancias, una de ellas 

respecto a que se debe tener en cuenta cual es la actitud del imputado 

frente a la investigación que en el momento del requerimiento viene 

afrontando, esto es por ejemplo si pese a existir indicios de la 

participación del imputado en la  comisión del delito, éste niega los 

cargos pese a habérsele encontrado con los objetos del delito lo que 
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hace advertir su voluntad de no someterse a la persecución penal, y 

como segunda circunstancia tenemos por ejemplo el hecho de que el 

imputado tenga otros procesos pendientes en los cuales se encuentra 

con comparecencia y no viene cumpliendo con las reglas de conducta 

establecidas por el órgano jurisdiccional. 

 

Con respecto al PELIGRO DE OBSTACULIZACIÓN  debe señalarse 

que se considerará que se da dicha circunstancia cuando: a) Existe 

riesgo de que el imputado va a destruir, modificar, ocultar, suprimir o 

falsificar elementos de prueba; b) Existe riesgo de que el imputado 

influirá para que sus coimputados, testigos o peritos informen 

falsamente o se comporten de manera desleal o reticente  y c) Existe 

riesgo de que el imputado va a inducir a otros a realizar los 

comportamientos señalados anteriormente. 

 

De existir de manera concurrente los tres presupuestos antes 

explicados, el Fiscal deberá presentar ante el Juzgado de 

Investigación Preparatoria su requerimiento de Prisión Preventiva. 

 

D.   AUDIENCIA DE PRISIÓN PREVENTIVA: 

 

Recibido el requerimiento de Prisión Preventiva, el Juez de Investigación 

Preparatoria dentro del plazo de 48 horas deberá señalar fecha para la 

audiencia de prisión preventiva, en esta audiencia deberán estar 

presentes de manera obligatoria el Fiscal, el imputado y su abogado 

defensor, de no contar con su abogado de su elección se le nombrará un 

abogado de oficio al imputado para realizarse la audiencia. En esta 

audiencia el Juez, dará primero el uso de la palabra al Fiscal quien 

oralizará su requerimiento de prisión preventiva fundamentando los 

presupuestos establecidos en el art, 268º del C.P.P., luego de ello el Juez 

concederá el uso de la palabra al abogado defensor del imputado quien 

argumentará su defensa y rebatirá los argumentos vertidos por el Fiscal, 

escuchada las partes el Juez de la Investigación Preparatoria, emitirá su 

respectiva resolución, de declarar fundado el requerimiento, éste deberá 
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estar espacialmente motivado, con expresión sucinta de la imputación, de 

los fundamentos de hecho y de derecho que lo sustente, y la invocación 

de la citas legales correspondientes, si el Juez de la Investigación 

Preparatoria no considera fundado el requerimiento de prisión preventiva 

optará por la medida de comparecencia restrictiva o simple según sea el 

caso. 

 

3.  LA DETENCION PRELIMINAR: 

 

A.   GENERALIDADES: 

 

Se entiende como detención cuando se priva provisionalmente la libertad 

de un sujeto, por consiguiente, es necesario que se encuentre dotada de 

una gama de garantías para que tenga admisibilidad constitucional, 

puesto que restringe un derecho fundamental inherente al ser humano. 

Nuestra legislación indica que la duración de la detención preliminar no 

puede acaparar más de lo necesario y establecido estrictamente por ley, 

todo ello con el fin de realizar las indagaciones respectivas para que se 

esclarezcan los hechos materia de imputación respetando el plazo que la 

ley confiere, luego de ello el detenido debe ser puesto a disposición de la 

autoridad judicial o dejarlo en libertad. 

 

Esta detención es una medida provisional que pone límite a la libertad 

física del detenido, empero no resulta ser inconstitucional, debido a que 

no es una medida punible, tampoco transgrede el derecho a la presunción 

de su inocencia que acude a todo inculpado. En consecuencia, el derecho 

constitucional a la presunción de inocencia no incluye la absoluta 

presunción, sino que constituye una presunción iuris tantum, en donde se 

deriva que este derecho se desvirtúa cuando existe la mínima actividad 

probatoria, por esa razón el ordenamiento jurídico peruano  permite 

ciertas medidas cautelares de carácter personal, como es la detención 

preliminar, y esto no significa que se está afectando algún derecho del 

encausado, tomando siempre en cuenta que estas medidas deben ser 
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dictadas en base a los criterios de proporcionalidad, razonabilidad, pero 

sobre todo en la circunferencia del marco que establece la ley. En otras 

palabras, el Juez dictará estas medidas mediante una resolución 

debidamente fundamentada y motivada, pues es su deber y compromiso 

cumplir con el desempeño de sus funciones tal cómo le exige el 

ordenamiento jurídico estatal. 

 

Tomando en cuenta este enfoque es sostenible la idea de que esta 

detención que dura cuarenta y ocho horas luego del requerimiento fiscal 

no deja de ser constitucional, pues compone solamente la limitación de 

la libertad personal, la misma que es regulada por nuestra normatividad 

jurídica. 

 

Nuestro Código Procesal Penal en su Artículo 261º establece 

textualmente lo siguiente: 

 

1.  El Fiscal solicitará la detención preliminar ante el Juez de 

Investigación Preparatoria, quien va a dictar esta medida cautelar 

personal teniendo a la mano los actuados que le remitió el Fiscal y 

sin ningún trámite, cuando: 

 

a) Considera que una persona ha llevado a cabo la comisión de 

un hecho delictivo, el cual se encuentre previsto y 

sancionado por nuestro código penal con pena privativa de 

libertad que supere los cuatro años, así como existan motivos 

loables que lo acrediten, y dadas las circunstancias, se 

desprenda la posibilidad que el investigado fugue, aunque no 

se encuentre en un caso de flagrancia delictiva. 

b) El imputado y autor del ilícito penal logra soslayar su 

detención evitando la misma, aunque lo hayan sorprendido 

en flagrancia delictiva. 

c) El imputado ya ha sido detenido y se encuentra dentro de un 

centro de detención preliminar, pero este logra fugarse. 
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2.  Con respecto a los supuestos mencionados con anterioridad, existe 

un requisito indispensable para que pueda cursarse la orden de 

detención hacia el investigado, esto es que haya sido 

individualizado de manera correcta, presentando siempre sus datos 

importantes, tales como: nombre completo, sexo, edad, así como la 

fecha y el lugar de su nacimiento. 

 

3.  Al dictarse la orden de detención preliminar, dicha resolución debe 

comunicarse inmediatamente y de forma escrita a la Policía en el 

tiempo más breve posible, para que esta entidad estatal proceda a 

ejecutar dicha medida contra el imputado. Sin perjuicio de que si se 

presentan circunstancias extraordinarias pueda ordenarse que se 

cumpla la misma mediante un correo electrónico, llamada telefónica 

o cualquier medio de comunicación con validez, cuyo fin será 

garantizar que el mandato judicial sea veraz. La comunicación, sea 

de las formas que fuera, tiene el deber de contener todos aquellos 

datos que identifiquen personalmente al requerido. En todos estos 

casos tal y como ha sido señalado en el numeral anterior. 

 

4.  Todas las requisitorias que se cursen ante la policía se mantienen 

vigentes durante el período de seis meses. Pasado este plazo, 

quedará vencido y por tanto caducados de forma automática bajo 

responsabilidad, excepto cuando se renuevan dichas requisitorias u 

órdenes de captura. Las requisitorias cursadas en los delitos de 

espionaje, terrorismo y tráfico ilícito de drogas no caducan su 

vigencia, esto es, hasta el momento en que se efectivicen las 

detenciones del o los sujetos con requisitoria. 

 

 Asimismo, el artículo 262 del Código Procesal Penal exige que los 

autos de detención dictados por el órgano competente estén 

razonablemente motivados, de igual manera señala que en su 

contenido deben consignarse todos los datos que identifiquen al 

incriminado, una escueta explicación de los hechos materia de 
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imputación, aunados a los fundamentos de hecho y de derecho, y 

mencionando expresamente aquellas normas legales que han de 

aplicarse. 

 

 El código adjetivo precitado instaura en su artículo 269 aquellos 

criterios que debe considerar el Juez para determinar si existe o no 

un peligro de fuga, entre ellos tenemos: su profesión y lugar de 

trabajo, a efectos de poder acreditar la existencia de un arraigo 

laboral, de igual manera se debe acreditar el arraigo familiar, 

demostrando si se corre con el peligro de que el inculpado tenga la 

posibilidad o no de fugarse del país u ocultarse a fin de evadir la 

justicia. Estos elementos son los que el Juez analizará para 

determinar una detención sobre el imputado. El principio 

constitucional de la motivación y el principio de congruencia son 

importantes para que dicho Juez fundamente la detención. La 

detención preliminar solo procede cuando existe Proceso Penal. 

 

B. PRESUPUESTOS PARA DICTAR MANDATO DE DETENCIÓN 

PRELIMINAR JUDICIAL: 

 

- Que concurran razones meritorias para imputar a una persona la 

comisión de un delito, además que ese delito tenga como sanción con 

pena privativa de la libertad que supere a los cuatro años, y que dadas 

las situaciones del caso en concreto se pudo desprender la posibilidad 

de fuga. (Art. 261.1 del N.C.P.P.). 

 

- Si sorprenden a la persona en flagrante delito, sin embargo, consigue 

evadir ser detenida, entonces el Juez de la Investigación preparatoria 

podrá dictar esta medida cautelar de detención preliminar. 

 

- El juez dictará mandato de detención preliminar cuando el intervenido 

se dé a la fuga del lugar en donde se encuentra con detención 

preliminar (Art. 261.1c). 
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C. TRÁMITE QUE DEBE SEGUIRSE EN LA DETENCIÓN PRELIMINAR 

JUDICIAL CUANDO HAY FORMALIZACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 

Y EL PROCESO SE HALLA EN LAS ETAPAS DE INVESTIGACIÓN 

PREPARATORIA, INTERMEDIA O DE JUZGAMIENTO: 

 

Nuestro código procesal penal no precisa cual es el trámite a seguirse 

cuando no se conoce la ubicación o no se ha detenido al incriminado que 

tiene mandato judicial de detención preliminar, o cuando su captura se 

da en la etapa de formalización de la investigación durante las etapas de 

investigación preparatoria, etapa intermedia o etapa de juzgamiento. Es 

por ello que nos planteamos la siguiente interrogante ¿Cuál es el trámite 

que debe realizar cuando existe una persona detenida y se presentan 

estos supuestos? Para dar respuesta a la interrogante planteada es 

necesario tener en cuenta cuáles han sido los propósitos del fiscal para 

formular requerimiento de detención preliminar, pues bien, estos pueden 

ser las que se presentan a continuación: 

  

 El fiscal requiere la detención preliminar a fin de actuar diligencias 

preliminares, las cuales resultan esenciales para la investigación, 

estas tienen carácter de urgentes e inaplazables. 

 El fiscal requiere esta medida cautelar de detención preliminar 

teniendo como finalidad solicitar con posterioridad la prisión preventiva. 

 

a) El trámite para que el requerimiento de detención preliminar 

solicitado por el fiscal sea resuelto es: 

 

Si el Fiscal requiere al Juez la detención preliminar de una persona, 

pero se encuentra realizando diligencias preliminares, entonces no 

tiene la obligación de disponer la formalización de la investigación, ya 

que este requerimiento materia de estudio puede hacerse solo en la 

medida que no exista una formalización de la investigación y se 

encuentren en las diligencias preliminares del proceso penal.  En 

consecuencia, esta medida cautelar como lo es la detención preliminar, 

solamente es dictada cuando el proceso se encuentra en la 
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realización de diligencias preliminares.  Sin perjuicio de que esta 

medida coercitiva pueda imponerse antes de formalizar la 

investigación, empero esta ya sería la excepción a las pautas 

generales señaladas y previstas en el artículo 338.4. 

 

b) Datos del imputado que deben consignarse en el contenido de su 

detención preliminar: 

 

El artículo 261.2 señala que en el contenido del auto de detención 

preliminar judicial deben consignarse los nombres y apellidos del 

inculpado, su sexo, la edad que tiene, así como el lugar y fecha en 

que nació. 

 

c) La detención preliminar en cuanto su vigencia. ¿Está el Juez 

facultado para renovar de oficio las requisitorias de un imputado? 

 

Para los casos de espionaje, terrorismo y tráfico ilícito de drogas no 

existe caducidad en cuanto las requisitorias de detención, es decir se 

mantienen vigentes hasta que los requisitoriados sean detenidos, es 

por lo que renovarla no es una necesidad. En cambio, para aquellos 

delitos comunes, estas requisitorias se mantienen vigentes por el 

período de seis meses, cuando el plazo concedido haya transcurrido, 

se da por vencido y automáticamente caducan bajo responsabilidad, 

a menos que el juez las renueve, tal y como señala el artículo. 261.4, 

y aquí es donde cabe preguntarse si el juez de investigación 

preparatoria o el juez de juzgamiento tienen la facultad de renovar de 

oficio las órdenes de captura de la detención preliminar o se necesita 

de un requerimiento fiscal que lo solicite. 

 

D. ¿ES NECESARIO QUE EL IMPUTADO SE HAGA PRESENTE A LA 

AUDIENCIA DE DETENCIÓN PREVENTIVA? 

 

Según nuestro CPP, el principio es que se dicte dicha medida en una 

audiencia, es decir con la presencia necesaria del investigado. Por lo 
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menos así está establecido cuando el investigado ha sido detenido en 

flagrancia o cuando existe de por medio una resolución judicial de 

detención preliminar (264.1). 

 

Asimismo, para imponer esta medida de coerción en el proceso penal 

como la prisión preventiva se toma en cuenta que el imputado no registre 

ninguna medida cautelar personal, según el artículo 254.1, que remite al 

203 numerales 2 y 4 y este a su vez el artículo 8 del NCPP dan a entender 

que la presencia del imputado a la audiencia de prisión preventiva no 

posee carácter necesario ni obligatorio. 

 

El mandato de prisión preventiva, dictado contra un imputado que no se 

encuentra presente en la audiencia, contradice su propio concepto, ya 

que la palabra prisión significa cárcel o sitio donde se encierra y asegura 

a los presos y específicamente, prisión preventiva significa: “la que sufre 

el procesado durante la sustanciación del juicio”.  Entonces, si se dicta el 

mandato de prisión preventiva contra un imputado ausente o que no se 

encuentra presente en la audiencia, no se puede afirmar que está 

sufriendo de esta medida cautelar, durante la sustanciación del proceso 

es obvio que no es así, porque está libre, por lo que debe de establecerse, 

modificándose la norma procesal, que las audiencias para determinar la 

prisión preventiva deben de contar con la presencia obligatoria del 

imputado. 

 

En caso de no asistir a la audiencia sin causa justa debe disponerse su 

conducción compulsiva para este fin, determinándose como excepción 

el dictado de la prisión preventiva sin audiencia solamente cuando el 

imputado no concurra sin causa justa al juicio oral y en este supuesto 

solamente porque es imposible realizar el juicio oral inmediatamente.        

 

E. REQUISITORIAS Y EL IMPUTADO QUE SE ENCUENTRA CON 

PRISIÓN PREVENTIVA PENDIENTE DE EJECUCIÓN: 

 

Para el mandato de prisión preventiva contra el imputado libre no se ha 
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previsto su requisitoria, ni el plazo de su caducidad, que sí se ha recogido 

para el mandato de detención preliminar judicial.  Por lo que sigue siendo 

la intención del legislador, que no existan mandatos de prisión preventiva 

contra imputados libres, sino solamente cuando exista la certeza de que 

ingresarán a la prisión luego de una audiencia.  Por lo que lo estipulado 

en los artículos 279 y 254.1. vulnera los principios constitucionales de 

defensa, contradicción y a ser oído.  Debe tenerse en cuenta que cuando 

el imputado se encuentra cumpliendo prisión preventiva, este pide el 

cese o el fiscal requiere su prolongación, si considera que la presencia 

del inculpado a la audiencia debe ser obligatorio (Arts. 274.2, 283.2. 

párrafo). 

 

El Artículo 79.1. c. es una muestra de que el NCPP no ha previsto la 

requisitoria contra un imputado ausente que tenga el mandato de prisión 

preventiva, pues prescribe que se puede ordenar la conducción 

compulsiva del imputado, previa declaración de contumacia cuando no 

obedezca una orden de detención o prisión preventiva contra un 

imputado ausente. 

 

La Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia del Santa, 

en mayoría, ha dictado prisiones preventivas en la vista de causa sin 

presencia del imputado y ha dictado requisitorias contra el ausente. 

 

Considero que, si el Código no ha previsto esta situación, entonces, el 

auto que ordena la prisión preventiva no debe requisitoriar, sino ordenar 

la conducción compulsiva (79.1.c) para que cuando el imputado sea 

habido y conducido al despacho del juez, este ordene la ejecución de la 

prisión preventiva ya ordenada. Por otro lado, la inexistencia de la norma 

que autorice dictar estas requisitorias y su renovación, determina que 

estas caducarán a la captura del imputado. 
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4.   DERECHOS FUNDAMENTALES QUE SE VULNERAN EN LA INDEBIDA 

APLICACIÓN DE LA DETENCIÓN PRELIMINAR EN EL MARCO DEL 

NUEVO CODIGO PROCESAL PENAL: 

 

A. GENERALIDADES: 

 

La libertad personal es un derecho fundamental de la persona que tiene 

mayor importancia en un Estado democrático de derecho por ello nuestra 

Constitución la recoge como un derecho de mayor trascendencia 

sucediendo lo mismo en los tratados internacionales. 

 

Para que la libertad personal se restrinja dentro de un marco legal, debe 

cumplir los presupuestos señalados en los dispositivos normativos a 

efecto de que garantice que no se vulneran otros derechos. Se debe 

advertir que esas restricciones a la libertad personal, son de carácter 

excepcional, por lo que se excluye toda forma de arbitrariedad, perjuicios, 

etc. 

 

Es así que la detención preliminar aparece con ese fin, en el Código 

Procesal Penal, en la cual establece que este derecho puede restringirse 

sólo por razones justificadas que permitan el aseguramiento de la 

presencia del imputado mientras se desarrolle el proceso. En el caso 

específico de la detención preliminar, a diferencia de la preventiva, es 

breve, su fin es la investigación preliminar. 

 

Sin embargo, la práctica nos ha llevado a un uso abusivo de esta figura 

procesal, lo cual genera vulneración de derechos fundamentales, de los 

cuales básicamente nos enfocaremos en dos: 
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B. DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS EN LA INDEBIDA 

APLICACIÓN DE LA DETENCIÓN PRELIMINAR: 

 

a) LIBERTAD DE LOCOMOCION: 

 

 La figura procesal de detención preliminar es un aparato de última 

ratio que perturba la libertad personal del imputado dentro del 

procedimiento penal, por lo que se necesita de garantías 

constitucionales que nutran de proporcionalidad tales como el juicio 

de necesidad, idoneidad y razonabilidad a efecto de que esta medida 

sea fundada dentro del marco legal. 

 

Por ello no sólo basta cumplir con los presupuestos legales, sino que 

se debe aplicar ese test de proporcionalidad, sin embargo, en la 

práctica los operadores de derecho aplican de forma errónea esta 

figura, vulnerando de forma manifiesta el contenido constitucional de 

libertad de locomoción. 

 

El derecho a la libertad de locomoción está referido a la libertad física 

o ambulatoria que implica un valor inherente al ser humano y el 

derecho a su dignidad, lo cual siempre debe ser defendida y 

garantizada por el Estado. 

 

En el ámbito de la constitución, este derecho sólo se encuentra 

recogido más no definido, empero lo podemos relacionar con lo 

prescrito en el artículo 2.24.f que refiere que ninguna persona puede 

ser detenida si no es por mandato escrito y fundamentado por el juez 

o las autoridades policiales en caso de flagrancia delictiva. 

 

Es así que esta libertad de locomoción está referida a la libertad 

corporal y ambulatoria, en donde sobre todo se haya implicado la 

contravención de detener a una persona arbitrariamente, vulnerando 

además la seguridad personal, la libertad de movilizarse. 

 



42 
 

Este derecho se vulnera en la detención preliminar, cuando no se 

respetan los lineamientos legales establecidos, o hacen uso 

indebido, en su aplicación, sea declarándolo fundado o excediendo 

el plazo razonable. 

 

Ello ocurre cuando el juzgador decide amparar el requerimiento del 

fiscal, pero en ausencia de elementos de convicción, elementos 

suficientes que logren o permitan acreditar que un delito ha sido 

cometido o que el imputado no sea vinculado. O cuando pudiendo 

establecer menor plazo, lo ampara en el plazo legal, lo cual, por ser 

tal, no deja de vulnerar el derecho cuando podría perfectamente 

usarse en un solo día o dos y no necesariamente las 72 horas. 

 

b) TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA: 

 

Es un derecho constitucional innato a la persona humana, se 

encuentra regulada en el artículo 139.3 de la Carta Magna, y en el 

artículo 14 inciso 1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos, así como en el artículo 8 inciso 1 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos. 

 

A través de este derecho, la persona humana tiene la atribución que 

se le haga justicia, que sea atendida mediante un órgano 

jurisdiccional con garantías mínimas que debe brindarle el Estado a 

través de un debido proceso. 

 

En lo referido a su naturaleza, este derecho es de carácter público y 

subjetivo, porque es el Estado quien debe garantizarlo y porque está 

dirigido a la persona humana. 

 

Este derecho es complejo en el sentido que comprende otros 

derechos como el derecho de defensa y a un plazo prudente, a la 

defensa libremente designada, la motivación de resoluciones con 

arreglo a ley, al acceso a la justicia. 
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Este derecho se encuentra vulnerado ante una indebida aplicación 

de la detención preliminar, cuando los operadores del derecho al 

momento de amparar el requerimiento fiscal no motivan la resolución 

u otorgan un plazo excesivo en la figura. 

 

o MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES JUDICIALES: 

 

Son los fundamentos de hecho y de derecho que el juez 

consigna en los considerandos de su resolución, por los cuales 

establece las razones de su decisión, de acuerdo con el debido 

proceso, respetando las garantías y derechos fundamentales 

del procesado. 

 

o PLAZO RAZONABLE: 

 

Tomando en cuenta el enfoque dogmático, cuando el proceso 

penal excede su plazo razonable el derecho del imputado de ser 

juzgado de forma rápida se halla lesionado, pero también 

quedan afectados los demás derechos fundamentales y 

violentadas las garantías procesales que la Constitución Política 

del Perú reconoce. Por lo tanto, cuando se prolongue de forma 

indebida el proceso y sus pautas en cuanto a su funcionamiento 

terminarán generando distorsión al derecho de un juicio rápido y 

los lineamientos esenciales de la legítima actuación del Estado 

peruano. 

 

C. CONSECUENCIAS DE LA VULNERACION DE LOS DERECHOS 

FUNDAMENTALES CON LA APLICACIÓN INDEBIDA DE LA 

DETENCIÓN PRELIMINAR: 

 

a. ABUSO DE AUTORIDAD: 

 

Existen dos maneras de como el derecho penal peruano observa al 

abuso de autoridad. La primera es en sentido lato, conceptualizándola 

http://es.wikipedia.org/wiki/Derecho_penal
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como la figura tipificada como delito en nuestro código penal, aquí el 

autor de dicho hecho punible se encuentra dotado de poderes 

públicos, pero que al realizar su gestión ejecutaba actos que la ley no 

le confería, ya sea afligiendo la libertad de las personas, utilizando 

intimidación o que de algún modo les cause afrentas y perjuicios, tanto 

materiales como morales. Asimismo, tenemos en sentido estricto, el 

cual es entendido como el delito doloso, quien lo comete actúa en 

calidad de funcionario público y se concreta al dictar resoluciones u 

órdenes que van en contra de la Constitución y las leyes. En este 

delito, la administración pública es el sujeto pasivo y resulta 

innecesario que se haya causado daños materiales. 

 

b. DEBIDO PROCESO: 

 

El debido proceso es un conjunto de fases de aspecto formal, 

secuencial e imprescindible, estas etapas son efectuadas por los 

sujetos o partes procesales durante los procesos penales, con el 

deber de cumplir siempre aquellos presupuestos exigibles en la 

Constitución, todo ello en virtud de un solo objetivo, esto es que los 

derechos de las partes intervinientes en el proceso no sean 

desconocidos; siendo el último objetivo, el de obtener un proceso 

pronto, justo y transparente por parte de los órganos judiciales. 

 

c. DETENCIONES ILEGALES: 

 

Son medidas coercitivas personales que no se sujetan al mandato 

constitucional y que se ejercen de manera ilegal, vulnerando la 

libertad personal y de tránsito de la persona, sin existir mandato 

judicial ni flagrancia. Generalmente, las detenciones ilegales generan 

la nulidad de la medida y de las intervenciones preliminares de los 

funcionarios policiales y la responsabilidad del fiscal que valida dicho 

acto. 

 

 

http://es.wikipedia.org/wiki/Delito
http://es.wikipedia.org/wiki/Dolo
http://es.wikipedia.org/wiki/Funcionario
http://es.wikipedia.org/wiki/Administración_pública
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La indebida aplicación de ley reside en la transgresión que se genera 

al realizar la subsunción de los hechos materia de investigación, en 

la conjetura que contiene la ley, puesto que, al enmarcarnos en la 

misma, esta será el efecto del procedimiento lógico jurídico que 

contrasta el juzgador con la finalidad de verificar si el caso particular 

se encuentra o no en el ordenamiento jurídico. 
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TITULO III 

MARCO METODOLOGICO 

 

3.1. HIPÓTESIS DE LA INVESTIGACIÓN: 

 

Los derechos fundamentales que se vulneran en la indebida aplicación de 

la Detención Preliminar en el marco del Nuevo Código Procesal Penal en el 

Distrito Judicial del Santa durante el periodo 2013-2014 son: 

 

- Libertad de locomoción. 

- Tutela jurisdiccional efectiva 

3.2. VARIABLES E INDICADORES DE LA INVESTIGACIÓN: 

 

3.2.1. Variables: 

Variable 1: Detención preliminar 

Variable 2: Derechos fundamentales. 

 

 3.2.2.  Indicadores: 

a.    Variable 1: Detención preliminar: 

- Etapa del proceso penal. 

- Medidas coercitivas personales. 

- Detención arbitraria 

b.    Variable 2: Derechos fundamentales: 

– Tutela jurisdiccional efectiva. 

–  Libertad de locomoción. 

 

3.3. TIPO Y NIVEL DE LA INVESTIGACIÓN: 

 

 3.3.1.  TIPO DE INVESTIGACIÓN: 

Se trata de una Investigación descriptiva por cuanto se obtendrá un 

conocimiento científico a partir de la revisión de fuentes doctrinarias, 

teóricas, legales y jurisprudenciales, el cual servirá como base para 

plantear recomendaciones que contribuyan a superar la problemática.   
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3.3.2.  NIVEL DE INVESTIGACIÓN   

DESCRIPTIVO: por cuanto se describirá cada una de las variables 

planteadas (DETENCIÓN PRELIMINAR y DERECHOS 

FUNDAMENTALES). 

 

3.4. MÉTODOS DE LA INVESTIGACIÓN: 

 

 Método Inductivo – Deductivo:  Es el diseño que se dirige de lo 

más general hasta lo más específico. Siendo que en esta 

investigación, se realizó dando inicio a la revisión de diversas 

doctrina tanto en el ámbito nacional como extranjera, de la misma 

forma que en la legislación nacional y el derecho comparado, así 

como en la aplicación de los cuestionarios que se realizaron para las 

encuestas dirigidas a los magistrados y abogados sobre la 

vulneración a los derechos fundamentales que ocasiona una 

indebida aplicación de la detención preliminar, además se revisarán 

y se analizarán sentencias judiciales. 

 

 Método Analítico-Sintético: Gracias a este método se dirigió, ubicó 

y desarrolló esta investigación, realizando primero el análisis de toda 

la información recopilada, para luego, sintetizarla de tal manera que 

permita realizar la recolección debida de los datos y su posterior 

discusión. 

 

 Método Dogmático: El cual nos facilitó analizar y estudiar la 

información relacionada a la transgresión de derechos 

fundamentales y advertir cómo es empleado de manera indebida la 

detención preliminar. 

 

 Método Hermenéutico: Nos permitió la exégesis, es decir, la 

interpretación de las normas de nuestro país, y la del derecho 

comparado que se encuentra vigente sobre la violación de derechos 

esenciales cuando es utilizado de manera indebida la detención 

preliminar. 
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3.5. DISEÑO O ESQUEMA DE LA INVESTIGACIÓN: 

 

Investigación no experimental: Conforme refieren Baptista, Fernández y 

Hernández, (2014), la investigación es no experimental dado que las 

variables no se manipularán ni la independiente así como tampoco la 

variable dependiente, sino que lo único que hicimos fue observar aquellos 

sucesos que guardan relación con el tema central que se está investigando 

y se describieron tal como ocurrieron en un Juzgado de Investigación 

Preparatoria del Santa, en un periodo determinado de tiempo, buscando 

establecer la correlación causa-efecto que tienen nuestras variables, es por 

esta razón que manejamos este esquema. 

 

Descriptiva: Para este diseño, el estudioso no controla las variables por dos 

razones, la primera es que los hechos ya han ocurrido y la segunda es que 

estos hechos son manipulables de manera intrínseca. 

 

3.6. POBLACIÓN Y MUESTRA: 

 

3.6.1. De las resoluciones: Permitió demostrar la hipótesis de la   

 investigación. 

 

Población: 

Se encuentran considerados el número total de resoluciones 

emitidas durante los años 2013 – 2014 en la ciudad de Chimbote, 

siendo un total de 06 resoluciones emitidas con motivo de 

requerimiento de detención preliminar. 

 

Muestra: Se analizará el 100% de la población. 

 

3.6.2.  De las encuestas: Permitió reforzar los objetivos de la presente 

investigación. 

 

Población: 

Se encuentran considerados el número total de jueces de 
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investigación preparatoria con un total de 08, así como los fiscales 

provinciales de Chimbote, con un total de 20, y los defensores 

públicos de Chimbote en un total de 28. 

 

Muestra: Se analizará el 100% de la población. 

 

3.7. TÉCNICAS, PROCEDIMIENTOS E INSTRUMENTOS: 

 

3.7.1.  De recolección de información: 

 

 Técnicas: 

-  Lectura, 

-  Análisis de casos, 

-  Encuestas. 

 

 Procedimiento: 

    La lectura es una técnica que se aplicó por medio de las fichas 

bibliográficas y se realizó después de recopilar y seleccionar la 

información que se necesita, haciéndose continuamente, de esta 

manera nos permitió asimilar toda la información obtenida. 

 El análisis de casos es una técnica que se aplicó por medio de la 

revisión de resoluciones y se realizarán paralelamente al 

desarrollar nuestro marco teórico. La búsqueda de los casos será 

en el Distrito Judicial del Santa. 

 La entrevista es una técnica que se aplicó por medio de 

encuestas mediante un interrogatorio dirigido a Jueces y 

abogados especializados en derecho de penal en el Distrito 

Judicial del Santa, el mismo que se realizó cuando terminamos 

de desarrollar el marco teórico de nuestra investigación. 

 

  Instrumentos: 

-  Fichas bibliográficas 

- Formato 

- Cuestionario 



50 
 

3.7.2. De procesamiento de información: 

 

 Técnicas: 

Análisis y síntesis. 

 

 Procedimiento: 

La técnica de análisis se aplicará través de la información 

recopilada, clasificando según la operacionalización de las 

variables y marco teórico, así también según la importancia y 

relevancia con el tema materia de investigación. 

La técnica de síntesis se aplicará precisando de manera concreta 

en el desarrollo del marco teórico, la información recabada que 

previamente será analizada. 

 

 Instrumentos: 

 Procesador de textos 

 

3.8. PROCESAMIENTO PARA LA RECOLECCIÓN DE DATOS: 

 

En este trabajo de investigación, se realizó un estudio de campo meticuloso 

y delicado a fin de obtener los datos relacionados a la vulneración de los 

derechos fundamentales ante la indebida aplicación de la detención prelimi-

nar, los mismos que han sido examinados y llevados a disputa por parte de 

los investigadores. Asimismo, los datos analizados han sido obtenidos me-

diante las técnicas que fueron aplicadas a las resoluciones de los juzgados 

de investigación preparatoria del Distrito Judicial del Santa – Chimbote. 

 

3.9. TÉCNICAS DE PROCESAMIENTO Y ANÁLISIS DE DATOS: 

 

3.9.1. Técnica de estadística: 

 La investigadora estableció la muestra de los datos alcanzados con 

respecto a los derechos fundamentales que se vulneran en la indebida 

aplicación de la detención preliminar que después se convirtió en 

información para luego transformarse en conocimiento por medio del 
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estudio, reflexión y análisis, para encontrar los resultados queridos. 

 

 3.9.2. Análisis de material jurídico y/o documental: 

 

 Consiste en analizar toda la información que se tiene, llámese 

artículos jurídicos, páginas web, y hasta casos. El análisis de 

documentos es un trabajo intelectual que genera un subproducto o 

también llamado documento secundario el cual actuará como 

herramienta intermediaria o de búsqueda entre el documento principal 

y el interesado que requiere la información. Es de carácter intelectual 

porque aquel que documenta los datos, no solo debe recopilarlos, sino 

también es su deber interpretar y analizar los datos e información 

obtenida en los documentos para posteriormente realizar una síntesis 

de ello (Castillo, 2004, p.11). 
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TITULO IV 

RESULTADOS Y DISCUSION 

 

CAPITULO I 

RESULTADOS 

 

1. DE LAS RESOLUCIONES JUDICIALES EN LA CIUDAD DE CHIMBOTE 

EMITIDAS DURANTE LOS AÑOS 2013 – 2014 CON MOTIVO DE LOS 

REQUERIMIENTOS DE DETENCIÓN PRELIMINAR: 

 

Durante el Periodo 2013 al 2014, fueron presentadas 05 solicitudes de 

detención preliminar por parte del Ministerio Público en el Distrito Fiscal Del 

Santa - Chimbote. 

 

De las solicitudes presentadas 05, todas fueron declaradas fundadas no 

existiendo ninguna infundada. 

 

1.1. Expediente Judicial N°00057-2014-0-2501-JR-PE-03 – 3er Juzgado 

de Investigación Preparatoria:  

 

- Resolvió declarar FUNDADA el requerimiento presentado por la 

Tercera Fiscalía Provincial Penal del Santa, en la investigación 

seguida contra Rodríguez Solórzano Héctor por el delito de 

asesinato en agravio de Chávez Quipusco Ricardo. 

 

- Hechos materia de investigación: En fecha 10 de noviembre del 2013 

como a las 21 horas aproximadamente se desarrollaba una actividad 

por celebración del aniversario del Asentamiento Humano Villa Los 

Jardines, y habiéndose suscitado una pelea entre un sujeto conocido 

como Moco y el investigado se produce la muerte del agraviado, 

quien salió en defensa de Moco, por lo que luego de ello el imputado 

regresa para victimarlo. 

 

 



53 
 

- Fundamentos de la Resolución: 

o En el fundamento 6 analiza los hechos detallando los elementos de 

convicción con los que contó Ministerio Público para su 

requerimiento. 

o En el fundamento 7 analiza los hechos y lo vincula con el autor. 

o En el fundamento 8 y 9 precisa sobre la posibilidad de fuga y la 

identificación del investigado. 

 

1.2. Expediente Judicial N°02305-2014-76-2501-JR-PE-03: Tercer 

Juzgado de Investigación Preparatoria: 

 

- Resolvió declarar FUNDADA el requerimiento presentado por la 

Cuarta Fiscalía Provincial Penal del Santa, en la investigación 

seguida contra De la Cruz Mejia Eladio Manuel por el delito de 

violación de la libertad sexual en agravio de KRTC. 

 

- Hechos materia de investigación: Desde el mes de marzo del 2014 

la menor ha venido siendo víctima de violación sexual por parte de 

su cuñado Eladio Manuel De La Cruz Mejía hecho que ha venido 

sucediendo desde que dicha fecha, en forma reiterada y en más de 

una oportunidad en el Gallinero ubicado a cinco minutos de su 

vivienda ubicada en Lacramarca Alta Caserío de Caycor, siendo que 

bajo amenazas de que su mandre Agustina le iba a golpear y de no 

creer en su versión su cuñado Eladio la ultrajaba sexualmente 

cuando daba de comer a las gallinas aprovechando que la menor se 

encuentra sola y lo hacía en horas de la mañana, siendo que el 19 

de julio del 2014 la menor manifestó a su madre que era ultrajada y 

que desde abril no menstrua, siendo que el certificado médico legal 

indica himen anular con orificio amplio, himen complaciente no 

presenta signo de coito contra natura y gestación de 16 semanas. 

 

- Fundamentos de la Resolución: 

o En el fundamento 4 analiza los hechos detallando los elementos de 

convicción con los que contó Ministerio Público para su 
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requerimiento. Así mismo, se analiza la prognosis de pena, el peligro 

de fuga.  

o En el fundamento 5 precisa sobre la posibilidad de fuga y la 

identificación del investigado. 

 

1.3. Expediente Judicial N° 01883-2013-94-2501-JR-PE-04: Cuarto 

Juzgado de Investigación Preparatoria: 

 

- Resolvió declarar FUNDADA el requerimiento presentado por la 

Fiscalía Provincial Penal del Santa, en la investigación seguida 

contra Cisneros Zevallos Denis por el delito de violación de la libertad 

sexual en agravio de KARN. 

 

- Hechos materia de investigación: con fecha 30 de setiembre del 

2013 como a las 07.00 horas, cuando la denunciante Marta Nolasco 

Mendoza se encontraba en el interior de su domicilio ubicado en 

Cascajal Izquierdo escuchó que llgaron sus dos menores hijas que 

se habían quedado en la casa de su padre y al conversas con ellas 

la menor agraviada le comentó que la policía se llevó a Denis y que 

como ya no está le va a contar la verdad, añadiendo que Denis le 

toca, le baja su calzón, le toca su vagina desde hace tiempo y luego 

le decía que no diga nada a nadie, y le ofrecía su celular para que 

vea Facebook y le daba dinero y que ello también había ocurrido la 

semana pasada y que le había ofrecido pagar su viaje de excursión. 

 

- Fundamentos de la Resolución: 

o En el fundamento 4 y 5 analiza los hechos detallando los elementos 

de convicción con los que contó Ministerio Público para su 

requerimiento. Así mismo, se analiza la prognosis de pena, el peligro 

de fuga.  

o En el fundamento 6 precisa sobre la posibilidad de fuga y la 

identificación del investigado. 
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1.4. Expediente Judicial N° 02087-2013-69-2501-JR-PE-01: Primer 

Juzgado de Investigación Preparatoria: 

 

- Resolvió declarar FUNDADA el requerimiento presentado por la 

Tercera Fiscalía Provincial Penal del Santa, en la investigación 

seguida contra Huamancondor Saavedra Jean Carlos por el delito 

de Robo en agravio de Vera Carrasco Christian Brian. 

 

- Hechos materia de investigación: Se imputa a Jean Carlos que en 

compañía de otra persona sustrajo con amenazas y violencia con 

puñetes y mordedura en la mano, el equipo celular marca Motorola 

modelo XT-3890 color negro con número de chip 991393997 

valorizado en la suma de mil soles de propiedad del agraviado 

cuando este transitaba por el jirón Elias Aguirre en compañía de su 

amiga María Isamar, hecho ocurrido aproximadamente a las 23.05 

horas el día 02 de diciembre 2013. 

 

- Fundamentos de la Resolución: 

o En el fundamento 1 analiza los hechos detallando los elementos de 

convicción con los que contó Ministerio Público para su 

requerimiento. Así mismo, se analiza la prognosis de pena, el peligro 

de fuga.  

o En el fundamento 3 precisa sobre la posibilidad de fuga y la 

identificación del investigado. 

 

1.5. Expediente Judicial N° 0578-2013-89-2501-JR-PE-04: Tercer 

Juzgado de Investigación Preparatoria: 

 

- Resolvió declarar FUNDADA el requerimiento presentado por la 

Tercera Fiscalía Provincial Penal del Santa, en la investigación 

seguida contra Víctor Ortiz Arias por el delito de actos contra el pudor 

en agravio de FNBE. 
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- Hechos materia de investigación: El día 04 de diciembre 2012 

aproximadamente a las 20.00 el investigado acudió al domicilio de la 

menor agraviada para que le realice un mandado en la tienda, 

negándose la menor pero ante la insistencia de su padre, esta fue 

con su hermanito de 04 años de edad, al cabo de 10 minutos la 

menor retornó llorando indicando que le dolía la barriga por lo que el 

menor contó que el vecino le había metido la mano en la vagina a su 

hermana y ella confirmó que ello lo hizo hasta en tres oportunidades 

y que le había tocado también sus senos. 

 

- Fundamentos de la Resolución: 

o En el fundamento 5 analiza los hechos detallando los elementos de 

convicción con los que contó Ministerio Público para su 

requerimiento. Así mismo, se analiza la prognosis de pena, el peligro 

de fuga.  

 

2. DE LAS ENCUESTAS REALIZADAS: 

 

Conforme a los objetivos específicos: 

 

Establecer aplicando una encuesta, cuál es el soporte o explicación legal que 

utilizan los magistrados a nivel de investigación preparatoria, así como fisca-

les de Chimbote y defensores públicos, para conocer cómo es que una de-

tención preliminar en reiteradas ocasiones vulnera derechos fundamentales. 

 

Para ello se realizó una encuesta a 8 magistrados de los juzgados de garan-

tías, 20 fiscales provinciales y 28 defensores públicos, desarrollándose de la 

siguiente manera. 

 

Pregunta N° 01: ¿En su opinión, cree usted que al realizar una indebida 

aplicación de la detención preliminar en el marco del Nuevo Código 

Procesal Penal en el Distrito Judicial del Santa durante el periodo 2013 

– 2014, se vulneran derechos fundamentales? 
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GRAFICO N°1 

 

 

 

En estos resultados se puede observar que el 100% de entrevistados 

indican que ante la aplicación indebida de la detención preliminar se 

vulneran derechos, teniendo un total de 56 operadores de justicia entre 

jueces de investigación preparatoria, fiscales y defensores públicos. 

 

Pregunta N° 02: Ud. considera que el derecho a la libertad de 

locomoción en el marco del Código Procesal Penal, se vulnera en una 

indebida aplicación de la detención preliminar? 
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GRÁFICO 2 

 

 

 

De los resultados obtenidos se tiene que un 100% de encuestados  

refieren que la indebida aplicación de la detención preliminar vulnera el 

derecho a la libertad de locomoción teniendo un total de 56 operadores de 

justicia entre jueces de investigación preparatoria, fiscales y defensores 

públicos. 

 

Pregunta N°03: ¿Ud. considera que el derecho a la tutela jurisdiccional 

efectiva en el marco del Código Procesal Penal, se vulnera en una 

indebida aplicación de la detención preliminar? 
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GRAFICO N° 3 

 

 

 

En estos resultados se puede observar que el 100% de entrevistados 

indican que ante la aplicación indebida de la detención preliminar se vulnera 

el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, teniendo un total de 56 

operadores de justicia entre jueces de investigación preparatoria, fiscales y 

defensores públicos. 

 

Pregunta N°04: En su opinión ¿Se cumple actualmente la finalidad de 

la figura de detención preliminar? 
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GRAFICO N° 4  

 

 

 

De los resultados recabados se advierte que un 48% de los encuestados indican 

que la detención preliminar no cumple con su finalidad, mientas el 40% refiere que 

si teniendo un total de 56 operadores de justicia entre jueces de 

investigación preparatoria, fiscales y defensores públicos. 

 

Pregunta N°05: En su opinión ¿Considera usted que en el periodo 2013 

– 2014 existen casos en los que se aplicaron de manera indebida la 

detención preliminar y por ende se vulneraron los derechos 

fundamentales de libertad de locomoción y tutela jurisdiccional 

efectiva? 
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GRAFICO N° 5 

 

 

 

En estos resultados se puede observar que el 100% de entrevistados 

indican que ante la aplicación indebida de la detención preliminar se vulnera 

el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, teniendo un total de 56 

operadores de justicia entre jueces de investigación preparatoria, fiscales y 

defensores públicos. 
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CAPITULO II 

LA DISCUSION DE RESULTADOS 

 

El propósito de la discusión de resultados es resaltar el procedimiento que 

orienta a la comprobación de la hipótesis que se ha propuesto en la investigación, 

de igual modo verificar y desarrollar cada uno de los objetivos planteados en la 

esta investigación, para de esta manera contrastar los antecedentes y las 

teorías con los resultados del trabajo. 

 

2.1. DE LAS RESOLUCIONES JUDICIALES ANALIZADAS: 

 

 En los cinco primeros expedientes mencionados en los resultados 

se tiene lo siguiente: 

 

o Como se mencionó se declararon fundadas las medidas solicitadas 

por el Ministerio Público, sólo basándose en los elementos de 

convicción que éste presentó, quedando vulnerado así los derechos 

como son de libertad de locomoción y tutela jurisdiccional efectiva 

dado que sólo basta que exista una imputación, que este configure 

un delito mayor de 4 años de pena privativa de libertad y no se 

encuentre en flagrancia para declararla fundada, sin hacer una 

ponderación mínima de los derechos fundamentales antes 

mencionados. 

 

o Además debe tenerse en cuenta que una decisión judicial no sólo 

puede estar delimitada a verificar los presupuestos de las figuras 

jurídicas para su imposición, esto es, verificar si se cumple lo 

dispuesto en el artículo 261 del Código Procesal Penal, sino que 

conforme lo indica nuestra Constitución, las resoluciones deben ser 

motivadas, y dado el caso de una medida coercitiva personal, esta 

es de carácter excepcional, sin embargo, del total que se realizaron 

en el periodo 2013 – 2014, todas fueron declaradas fundadas, sin 

realizar mínimamente una ponderación de derechos, vulnerando así 
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los derechos fundamentales de las personas como son el derecho a 

la libertad de locomoción y tutela jurisdiccional efectiva. 

 
o Debe recalcarse en el caso de las detenciones preliminares estas se 

realizan sin un previo traslado al imputado, a diferencia de la prisión 

preventiva, en ese sentido, no hay forma cómo es que el imputado 

se defienda y aporte en su defensa elementos de convicción para 

contradecir el requerimiento del Ministerio Público, por lo cual, con 

mayor razón el órgano jurisdiccional debe valorar de manera 

minuciosa y ponderar la medida excepcional, evaluando descartar 

otras de menor rigurosidad, no habiendo sucedido ello en las 

resoluciones bajo análisis, por lo que se vulnera los derechos 

fundamentales a la libertad de locomoción y tutela jurisdiccional 

efectiva. 

 
o Nuestro fundamento para afirmar que las resoluciones in comento 

vulneran estos derechos están basado en la forma y modo cómo 

resolvieron los órganos jurisdiccionales, tal cual la motivación de las 

resoluciones, las cuales no dejan fundamento de un mayor análisis 

centrándose sólo en el requerimiento y sin descartar una imposición 

de medida menos drástica. 

 
o La detención preliminar no puede instrumentalizarse para servir 

luego como fuente para un requerimiento de prisión preventiva, pues 

esta última figura jurídica no requiere previamente que exista una 

detención preliminar. 

 
o La detención preliminar tiene como finalidad asegurar la presencia 

del imputado en una diligencia propia de la investigación, más no el 

de servir como enlace para un aseguramiento presencial del 

investigado para un próximo requerimiento de prisión preventiva, 

hacer ello y que el juzgado de garantías lo permita declarando 

fundado dichos requerimientos no hace más que vulnerar los 

derechos fundamentales de libertad de locomoción y tutela 

jurisdiccional efectiva. 
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2.2. DE LAS ENCUESTAS ANALIZADAS: 

 

Es así que, la presente investigación facilita conocer los sustentos legales 

de los jueces de investigación preparatoria, fiscales provinciales y 

defensores públicos para reconocer e identificar si la aplicación indebida de 

la detención preliminar vulnera derechos, entre los años 2013-2014. 

 

1. De los resultados de la entrevista se advierte que el 100% de 

encuestados indican que ante la aplicación indebida de la detención 

preliminar se vulneran derechos fundamentales, teniendo un total 

de 56 operadores de justicia entre jueces de investigación 

preparatoria, fiscales y defensores públicos. (Cuadro 1) 

El autor Bite (2014), realizó un estudio sobre “La Constitucionalidad de 

la determinación y Ejecución del Mandato de Detención Judicial y su 

protección a través del Hábeas Corpus”, en el cual sostiene que la 

detención preliminar, provisional o también llamada prisión preventiva es 

de naturaleza cautelar, pero también se caracteriza por ser de extrema 

y última ratio, el cual se trata de privar provisionalmente y de forma 

temporal al inculpado de su derecho de libertad, para poder, de este 

modo, avalar que el proceso penal se desarrolle de manera efectiva, y 

logrando que el investigado no huya de la justicia, aunadamente 

estaríamos salvaguardando la ejecución penal. 

 

Es por estas razones que estas medidas cautelares deben dictarse 

tomando en cuenta los parámetros que establece la Constitución, 

garantizando el debido proceso y manteniendo vigente la presunción de 

inocencia. Asimismo, tenemos a la Casación Penal Nº 01 de Huaura 

del año 2007 que sostiene que la prisión preventiva significa una medida 

de coerción de carácter personal el cual es dictado, de manera estricta, 

por un órgano jurisdiccional, previamente solicitado por el Ministerio 

Público, cuyo miembro a analizado el caso y considera que resulta 

necesariamente absoluto dicho requerimiento, debido a la existencia de 

peligro de fuga o peligro de obstaculización del proceso penal, poniendo 
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en riesgo las pruebas, en la medida que pueden ser ocultadas y hasta 

destruidas. 

 

En ese sentido, contrastando con nuestro segundo objetivo específico en 

la presente investigación, y después de desarrollar las entrevistas 

respectivas a los magistrados, no cabe duda de que, esta medida de 

detención preliminar debe ordenarse a través del juez competente, al ser 

requerido por el Fiscal, quien representa al Ministerio Público. Dado que 

en los resultados obtenidos se muestra que la mayor parte de los 

encuestados, siendo en un 100% manifiestan que la indebida aplicación 

de la detención preliminar vulnera derechos fundamentales, todo esto 

debido al cumplimiento que debe existir de los parámetros 

constitucionales, en conformidad con lo que expresa Bite (2014). 

 

Giner (2014) manifiesta que “el proceso penal en España, así como la 

relación de los Derechos Fundamentales que defiende el Derecho Penal 

con las medidas cautelares personales concluye lo siguiente: la 

deficiente utilización de las propuestas del derecho penal mínimo o 

como la última ratio usando como excusa el carácter limitado de las 

medidas cautelares personales como la detención preliminar; y el uso 

prioritario de los sustitutos de la prisión preventiva cuando existen casos 

de delitos más gravosos ha declinado en un uso irracional, inicuo y 

abusivo del derecho, con la excusa de defender el derecho a la libertad.” 

 

A esto, se puede contrastar que el ordenamiento jurídico peruano, 

llámese código procesal penal o cualquier otra norma, carece de 

prescripción expresa respecto a que la ausencia de fundamento en los 

elementos de convicción así como en la determinación del plazo 

razonable, dado que al hacer un contraste con los antecedentes 

manifestados en nuestra investigación, concluimos respetando los 

derechos fundamentales, dicho en otras palabras, importará 

primordialmente reconocer el derecho fundamental de libertad personal 

cuando exista ausencia de una norma expresa, motivo por el cual los 

magistrados de los juzgados de investigación preparatoria al aplicar 
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indebidamente la detención preliminar vulneran los derechos 

fundamentales de libertad de locomoción y de tutela jurisdiccional 

efectiva, existiendo divergencias de criterios. 

 

2. De los resultados de la entrevista se advierte que el 100% de 

encuestados indican que, el derecho a la libertad de locomoción en 

el marco del Código Procesal Penal, se vulnera en una indebida 

aplicación de la detención preliminar, teniendo un total de 56 

operadores de justicia entre jueces de investigación preparatoria, 

fiscales y defensores públicos. (Cuadro 2) 

El autor Sánchez (2009) enuncia: “toda medida cautelar o coercitiva está 

regido por ciertos lineamientos que tienen su origen en la Constitución, 

pero no solo en ella, sino también en los convenios y pactos de carácter 

internacional que guardan una alta relación con aquellos derechos 

fundamentales que toda persona posee.” 

 

Estas normas tanto nacional como internacionales son los marcos 

regentes que se hallan previstos en la ley procesal, en cuanto a medidas 

coercitivas se trata. Los derechos constitucionales, que se han ratificado 

internacionalmente por el Perú, son lo primero que el legislador ha 

tomado en cuenta para regular los principios que determinan estas 

medidas cautelares, sin perjuicio de que puedan restringirse cuando la 

ley es permisible ante ello, siempre y cuando se halle dentro de los 

límites del proceso penal, así como las garantías que prevé, en 

conformidad con el artículo 253.1. Por tanto, ninguna medida de coerción 

puede encontrarse en el exterior del ámbito de los derechos humanos y 

el respeto hacia los mismos. 

 

Se tiene un estudio realizado por el autor Neyra (2011) que lleva como 

nombre “Prisión Preventiva: Aportes para contar con mejores métodos 

de obtención de información de calidad”, concluyó que: “Los jueces   

deben   aprender o fortalecer sus conocimientos, según sea el caso, 

para dirigir la audiencia de prisión preventiva, ni motivan su resolución 
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de manera adecuada fundamentando la necesidad e idoneidad sobre la 

imposición o no de la medida coercitiva” 

 

En acuerdo con la Teoría de la Pirámide del autor Kelsen, debemos 

resaltar que nuestra Constitución Política del Perú es, por jerarquía, la 

carta magna y la más importante de todas, por ello es localizada por 

encima de las demás leyes, incluidas las de índole procesal, lo cual hace 

la necesidad del respeto a los derechos fundamentales, tales como el 

derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y el derecho a la libertad de 

locomoción, en donde se aplica que en los requerimientos de detención 

preliminar que se declaren fundado, no se apliquen de manera indebida, 

estos es arbitraria. 

 

Bite (2014) concluyó: “La libertad personal o individual debe ser vista 

como un derecho humano constitucionalizado, una manifestación de la 

libertad jurídica, la cual depara a su titular no sólo facultades centralizadas 

en una libertad física o locomotora para movilizarse sin coacciones, 

restricciones o amenazas ilegales, sino que confiere atribuciones 

orientadas al libre ordenamiento de su capacidad volitiva y a esferas de 

acción propiamente humanas”. 

 

3.De los resultados de la entrevista se advierte que el 100% de 

encuestados indican que el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva 

en el marco del Código Procesal Penal se vulnera en una indebida 

aplicación de la detención preliminar, teniendo un total de 56 

operadores de justicia entre jueces de investigación preparatoria, 

fiscales y defensores públicos. (Cuadro 3) 

 

Asimismo, de la aplicación de la encuesta se logró observar que todos 

los operadores de justicia interrogados concluyeron uniformemente que 

se vulnera la tutela jurisdiccional efectiva en la indebida aplicación de 

la detención preliminar y ello básicamente ocurre cuando no se realiza 

por ejemplo una motivación suficiente en las resoluciones judiciales 

mencionando nada más el cumplimiento o no de los presupuestos de 
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la detención preliminar, e imponiendo un plazo para dicha detención, 

vulnerando no sólo el derecho a la debida motivación que también se 

encuentra dentro de la tutela jurisdiccional efectiva, sino además, el 

derecho al plazo, en donde entonces está en dilema en si es necesario 

primar el plazo legal sobre el plazo razonable o viceversa, de allí se 

advierte que los magistrados realizan una interpretación diferente a 

la que brindan los doctrinarios, por ello contamos con dos posiciones 

en torno a este tema, los cuales se pasarán a exponer: a) partiendo 

de un punto de vista constitucionalizado, al derecho a la libertad personal, 

debe imponerse un plazo razonable y no legal, puesto que es más 

favorable para el investigado cuando se le dicta una medida coercitiva; 

b) partiendo de un punto de vista meramente procesal, cada medida 

coercitiva con carácter personal tiene que individualizarse, por ejemplo: 

la Detención preliminar tiene un determinado plazo y por ende su propio 

fin, en consecuencia, la aplicación del plazo razonable no vulnera su 

finalidad. 

 

Por otro lado, si se tiene en consideración que en la detención preliminar 

no se corre traslado al imputado como sí ocurre en la prisión preventiva, 

entonces el imputado no puede ejercer su derecho a la defensa para 

contradecir lo sostenido por el Ministerio Público y este derecho a la 

defensa se vulnerará cuando el órgano jurisdiccional lejos de realizar una 

ponderación de derechos, se limita sólo a verificar el cumplimiento de los 

requisitos. 

 

4. De los resultados de la entrevista se advierte que sobre en relación 

a que, si se cumple la finalidad de la detención preliminar, se tiene 

que el 48% de encuestados indican que no, mientras el 40% de 

encuestados refieren que sí, teniendo un total de 56 operadores de 

justicia entre jueces de investigación preparatoria, fiscales y 

defensores públicos. (Cuadro 4) 

Para hablar de la finalidad de la detención preliminar debemos tener en 

cuenta el artículo 261 del Código Procesal Penal, en el cual precisa que 
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esta procede en cualquiera de las siguientes formas: 

 

- Cuando no nos encontramos en flagrancia delicitiva, pero existen 

razones plausibles para considerar que una persona cometió un 

delito cuya pena privativa de libertad es mayor a 04 años y que por 

las circunstancias del caso se pueda dar a la fuga o que obstaculice 

la verdad. 

- Cuando encontrándose en flagrancia delictiva logró huir para evitar 

su detención. 

- Encontrándose detenido logró huir. 

En ese sentido, lo que busca la detención preliminar no es el 

aseguramiento para una prisión preventiva, o que la detención preliminar 

sea un puente para la prisión preventiva. 

 

La finalidad de la detención preliminar está enfocada a asegurar al 

imputado en una diligencia propia de los actos de investigación del 

Ministerio Público, de allí que su duración sólo es posible hasta 72 horas, 

salvo complejidad o delitos especiales. 

 

Sin embargo, hoy en día vemos en práctica cómo es que la detención 

preliminar no está cumpliendo esta finalidad, por eso los encuestados 

precisan en su mayoría que no se cumple la finalidad de la detención 

preliminar. 

 

5. De los resultados de la encuesta se advierte que el 100% de 

encuestados indican que el en el periodo 2013 – 2014 existen casos 

en los que se aplicaron de manera indebida la detención preliminar 

y por ende se vulneraron derechos fundamentales de libertad de 

locomoción y tutela jurisdiccional efectiva (Cuadro 5) 

Conforme a las resoluciones judiciales analizadas, los encuestados no 

dejan de tener razón dado que de las cinco que existieron en ese periodo, 

sólo se limitaron a verificar el cumplimiento de los presupuestos, como 
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son la imputación, que además esté vinculada al imputado y que el delito 

sea mayor de 4 años de pena privativa de libertad, entre otros, sin 

embargo dejaron de lado realizar una ponderación de derechos para 

evitar la vulneración a los derechos fundamentales como son de 

locomoción y tutela jurisdiccional efectiva. 

 

De allí que el total de los encuestados refieran que existen casos en los 

que se aplicaron de manera indebida la detención preliminar y por ende 

se vulneraron los derechos fundamentales de libertad de locomoción y 

tutela jurisdiccional efectiva.



71 
   

TÍTULO V 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

5.1. CONCLUSIONES: 

 

-  La libertad de locomoción es un derecho fundamental referido al derecho 

que tienen las personas de desplazarse sin mayor restricción ni obstáculo 

y se encuentra consagrada en nuestra Constitución Política del Perú. 

 

-  El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva está referida al derecho 

fundamental que tiene toda persona al acceso a la justicia, al respeto de 

sus derechos, al cumplimiento de la motivación de resoluciones, al plazo 

razonable, al derecho de defensa entre otros. 

 

- La detención preliminar es una figura jurídica en la que se aplica la medida 

cautelar personal de manera excepcional, que tiene como finalidad el 

aseguramiento del imputado a un acto de investigación, cuyos requisitos 

es que al imputado se le atribuya un hecho delictivo del cual se cuenta con 

suficiente elementos de convicción tanto de la imputación y la vinculación 

de los hechos al imputado, cuyo delito tiene una pena privativa de libertad 

superior a 4 años y que exista peligro de fuga o de obstaculización de la 

verdad. 

 

-  La detención preliminar conforme al artículo 261 del Código Procesal Penal 

en cualquiera de sus tres formas, estas son, que no se encuentre en 

flagrancia delictiva, que el imputado haya logrado huir, o que habiendo 

detenido se haya dado a la fuga, no es una figura previa a la prisión 

preventiva. 

 

-  Del total de resoluciones que se emitieron en el periodo 2013 – 2014 se 

verificó que todas declararon fundado el requerimiento y que vulneraron los 

derechos fundamentales de libertad de locomoción y tutela jurisdiccional 
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efectiva por cuanto no aplicaron una ponderación en la motivación de las 

resoluciones limitándose al mero cumplimiento de los presupuestos, siendo 

que en ninguno de ellos se verificó que esta medida haya sido requerida 

para el aseguramiento presencial del imputado para un acto de 

investigación. 

 

- Del total de encuestados que fueron operadores de justicia, todos 

respondieron que la aplicación indebida de detención preliminar vulnera los 

derechos fundamentales de libertad de locomoción y de tutela jurisdiccional 

efectiva. 

 

5.2. RECOMENDACIONES: 

 

1. Se recomienda a los Jueces de Investigación Preparatoria del Santa, que 

en el contenido de las resoluciones que declaran fundado el requerimiento 

de detención preliminar, solicitado por el Fiscal, realicen el test de 

proporcionalidad motivando las resoluciones judiciales y no permitiendo que 

sea utilizada la detención preliminar para finalidades distintas a las 

reguladas. 

 

2. El Fiscal como titular de la acción penal le compete controlar 

exhaustivamente los plazos de la detención preliminar, y esto debe 

realizarse con el objetivo de impedir la aplicación indebida y el exceso de 

la medida coercitiva lo que podría generar vulneración de derechos 

fundamentales. 

 
3. El Ministerio Público no debe usar de manera indebida la detención 

preliminar para servirle como aseguramiento físico del imputado para un 

próximo requerimiento de prisión preventiva. 

 
4. Capacitar a los operadores de justicia para evitar la indebida aplicación de 

la detención preliminar y así no vulnerar los derechos fundamentales de 

libertad de locomoción y tutela jurisdiccional efectiva. 
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ANEXO N°01: FICHA DE ENCUESTA 

TÍTULO:“VULNERACION DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES EN LA 

INDEBIDA APLICACIÓN DE LA DETENCIÓN PRELIMINAR EN EL CÓDIGO 

PROCESAL PENAL - DISTRITO JUDICIAL DEL SANTA, 2013 - 2014” 

 

Encuestado: ……………………………………………………………………………… 

Cargo / profesión / grado académico : ................................................................. 

Institución: ……………………………………………………………………………….. 

Fecha: ……………………………………………………………………………............. 

 

Objetivo General: Demostrar cuáles son los derechos fundamentales que se 

vulneran en la indebida aplicación de la Detención Preliminar en el marco del 

Nuevo Código Procesal Penal en el Distrito Judicial del Santa durante el 

periodo 2013-2014. 

 

1. En su opinión, cree usted que, al realizar una indebida aplicación de la 

detención preliminar en el marco del Nuevo Código Procesal Penal en el 

Distrito Judicial del Santa, durante el periodo 2013 – 2014, se vulneran 

derechos fundamentales? 

 

 SI NO 

 

Objetivo específico 1: Analizar los derechos fundamentales a la libertad de 

locomoción y tutela jurisdiccional efectiva en el marco del Código Procesal 

Penal. 

 

2. ¿Ud. considera que el derecho a la libertad de locomoción en el marco del 

Código Procesal Penal, se vulnera en una indebida aplicación de la 

detención preliminar? 
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   SI  NO 

 

3. ¿Ud. considera que el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva en el marco 

del Código Procesal Penal, se vulnera en una indebida aplicación de la 

detención preliminar? 

  

 SI NO 

 

Objetivo específico 2: Estudiar la Detención preliminar conforme a la norma 

procesal penal. 

 

4. En su opinión ¿Se cumple actualmente la finalidad de la figura de detención 

preliminar? 

  

 SI    NO 

 

Objetivo específico 3: Revisar casos y realizar encuestas que permitan 

corroborar o no corroborar la hipótesis de la investigadora. 

 

5. En su opinión ¿Considera usted que en el periodo 2013 – 2014 existen 

casos en los que se aplicaron de manera indebida la detención preliminar 

y por ende se vulneraron los derechos fundamentales de libertad de 

locomoción y tutela jurisdiccional efectiva? 

 

SI    NO 
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